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Aprobada por Acta No.  
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Compulsa: Dirección de Control Interno Disciplinario de la Fiscalía  

Disciplinado: Fiscal 31 Seccional de Tuluá  

Decisión:       Inhibitorio  

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede en esta oportunidad esta Sala Unitaria a analizar la queja elevada por el abogado de 

la señora Lucía González Mendoza, al tenor de lo dispuesto en el artículo 209 y del artículo 

211 de la Ley 1952 del 2019, a fin de establecer si se dispone adelantar indagación previa, se 

decreta apertura de investigación disciplinaria contra los empleados y/o funcionarios 

denunciados o si, por el contrario, resulta procedente inhibirse de dar trámite a la misma 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

La Oficina de Control Interno Disciplinario de la Fiscalía General de la Nación, remitió a esta 

Sala copia del escrito radicado por el doctor German Aldana Álzate como abogado de la 

señora Lucía González Mendoza en el que manifiesta la existencia de irregularidades en el 

trámite del proceso penal bajo radicado No. 768346000187201003266, solicitando incluso la 

variación de la asignación de la investigación al considerar que el Fiscal del caso no había 

realizado ninguna gestión en el proceso.  

 

Conforme lo anterior, se remitió a esta Sala oficio en el que se consigna como resumen de la 

conducta: “EL APODERADO DE LA SEÑORA LUCIA GONZÀLEZ SOLICITÒ VARIACIÒN DE 

ASIGNACIÒN DE LA INV 2010032661 ADELANTADO POR LA FISCALÌA 31 SECCIONAL 

DE TULUÀ VALLE, NO SE DIO TRAMITE OPORTUNO” y en con el que se evidencia que se 

inició investigación disciplinaria contra el Director Seccional para la época (2017-2019), por la 

posible demora en la que pudo incurrir al resolver la petición de variación de la asignación y 
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la remisión que se hace para esta Sala, sobre las conductas señaladas por el abogado contra 

el fiscal que tramitaba la investigación penal.  

 

Se consigna en el correo que remite a esta Sala la compulsa de copias lo siguiente (Arch.003): 

 

“(…) En tal sentido, al carecer esta Dirección de competencia para adelantar 

actuación disciplinaria en contra de los fiscales, dada su calidad de funcionarios, 

remito la siguiente documentación, en el estado en que fue recibida; 

 

No. de ORFEO y 

fecha de 

recepción de 

documento en 

esta Dirección  

Fecha de 

radicación 

Nombre y cargo 

del informante y/o 

quejoso 

Hechos y fecha de 

ocurrencia 

Se recepcionó 

mediante Orfeo 

20197470059881 

del 22/10/2019. 

2017-11-09 del 

09/11/2017 

German Aldana 

Álzate 

Queja presentada 

por el apoderado de 

la señora LUCIA 

GONZALEZ, solicito 

variación de 

asignación de la Inv. 

2010032661, 

adelantado por la 

Fiscalía 31 

Seccional de Tuluá 

– Valle del Cauca 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 
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2. De la viabilidad de la investigación  

 

En este sentido, hay que recordar que el artículo 209 de la Ley 1952 del 2019, le permiten al 

funcionario judicial en aquellos casos que conozca de una información o queja 

manifiestamente temeraria, o que se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes, o de 

imposible ocurrencia, o que sean presentados de manera absolutamente inconcreta o difusa, 

la facultad de inhibirse de plano de iniciar actuación disciplinaria alguna. 

 

Esta figura encuentra su razón de ser en el infructuoso desgaste que para la Administración 

de Justicia reportan aquellas quejas, denuncias o informaciones que de su simple examen se 

concluye que carecen de fundamento mínimo que permita o motive la puesta en marcha del 

aparato jurisdiccional a través de una apertura de investigación, tal como lo dispone el artículo 

212 de la Ley 1952 del 2019, es decir, para verificar la ocurrencia de la conducta, determinar 

si es constitutiva de falta disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de exclusión 

de responsabilidad, razonamiento que impide la continuación de la acción disciplinaria cuando 

no cumplan con los requisitos mínimos consagrados en los artículos 38 de la Ley 190 de 1995 

y 27 de la Ley 24 de 1992. 

 

A su turno, la Ley 190 de 1995 acogió en su artículo 38 esos requisitos de procedibilidad para 

aplicarlos en materia penal y disciplinaria, aclarando sí, que de existir medios de pruebas 

suficientes que den cuenta de la comisión de un delito o infracción disciplinaria debe 

procederse de oficio. 

 

Con el recuento normativo puesto de presente, es claro señalar que la autoridad disciplinaria 

debe adelantar la actuación cuando se encuentre frente a quejas, en las cuales se haya 

aportado con ella prueba mínima que permita inferir la existencia de una conducta a 

disciplinar, en tal caso la oficiosidad debe operar, en tanto la acción disciplinaria como pública 

que es, ha de adelantarse en procura del interés general y los fines del Estado. 

 

2.1 Análisis del caso   

 

De esta manera, se debe señalar que la inconformidad del quejoso radica en las actuaciones 

realizadas por el Fiscal 31 Seccional de Tuluá quien estuvo a cargo de la investigación penal 

bajo radicado No. 768346000187201003266 y pese a existir los elementos materiales 

probatorios que acreditaban la comisión de la conducta, no procedió a formular imputación de 

cargos por el delito de violencia intrafamiliar y otros. Lo que significa entonces, que la solicitud 

del apoderado de la ciudadana está relacionada con las decisiones que el funcionario de la 

fiscalía ha tomado en el curso de la investigación-relación de pruebas, teoría del caso y 

demás-. 
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No obstante, de lo anterior, no se puede evidenciar que el fiscal denunciado haya incurrido en 

irregularidad alguna como lo pretende hacer ver el abogado quejoso, pues no se desprende 

de los hechos por él señalado la existencia de actuación anómala en las conductas 

desplegadas por dicho funcionario judicial que amerite se inicie investigación disciplinaria en 

su contra; como quiera que la decisión de la recolección de pruebas, mención de las mismas, 

la teoría del caso planteada e incluso, el debate por él desarrollado en alguna diligencia o en 

el trámite de la investigación o demás actividades como la formulación de imputación que en 

su momento ha ejecutado el  fiscal o pretender realizar, resultan ser actuaciones propias de 

su competencia en su rol de investigador como titular de la acción penal, encontrándose 

facultado para determinar de acuerdo a su teoría del caso, propósitos y metas, las pruebas 

que considera deben o no practicarse en la investigación, los argumentos que debe utilizar y 

por supuesto, las personas que deben o no hacer parte de la investigación penal, 

determinándose esto como autonomía del ente fiscal en el proceso penal; por lo que, en caso 

de que el abogado de la denunciante considerara necesaria la realización de alguna prueba 

o la vinculación de alguna entidad o la necesidad de alguna otra actuación relacionada con 

algún hecho de la investigación debía manifestárselo al Fiscal, a efectos de que este 

determinara o evaluara la necesidad y pertinencia de ello en el caso y resolviera si era útil o 

no al caso, pues debe tener claro que el sistema penal es un sistema de roles y no puede 

como apoderado de la denunciante por sus consideraciones personales desplazar al ente 

fiscal de sus funciones por las percepciones que tenía frente al mismo ya sea en materia 

probatoria o procedimental, pues para ello cuenta con las etapas procesales para poner en 

conocimiento ello al juez competente.  

 

De cara al presupuesto fáctico señalado anteriormente, no encuentra la Sala del contenido de 

la queja presentada por el apoderado de la señora González Mendoza, los elementos de 

convicción necesarios para avocar el conocimiento de la misma, pues lo que buscaba el 

quejoso es que esta Magistratura haga la revisión de las actuaciones del fiscal en el trámite 

del proceso y de aquellas que pudiera haber ejecutado ante los jueces de garantías o de 

conocimiento del caso por estar en desacuerdo con las mismas. Conclusión a la que arriba el 

despacho al observar que el proceso penal desde febrero del año 2020 fue terminado por 

preclusión por atipicidad de la conducta ante el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Tuluá y 

que para esa calenda ya el proceso no estaba a cargo de la Fiscalía 31 Seccional sino 15 

Seccional de Tuluá, es decir, el proceso a la fecha tiene decisión de fondo que declaró: 

 

“(…) PRIMERO: DECLARAR LA PRECLUSIÒN DE LA INVESTIGACIÒN que se 

sigue en contra del señor JAIME HUMBERTO LOPEZ VIRGEN (…) por la existencia 

de la causal de ATIPICIDAD DE LOS HECHOS INVESTIGADOS (…) SEGUNDO: 

Decretar la extinción de la acción penal por los delitos de FRAUDE PROCESAL Y 

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y ABUSO DE AUTORIDAD PUBLICA (…) por haber 

operado lo previsto en el numeral 4ª del art. 332 del CPP., atipicidad de los hechos 

investigados, según lo previsto en el cuerpo de este proveído (…)” 
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Así las cosas, se debe señalar que en el caso de que la pretensión del abogado de la señora 

lucia González fuera la de que esta Sala revise las decisiones proferidas por el Fiscal y Juez 

cuando resolvieron la preclusión de la investigación por atipicidad, la misma no puede ser 

atentada de manera favorable toda vez que, se debe precisar que por fuera de las 

mencionadas situaciones, las interpretaciones de la Ley o a la situación fáctica puesta en 

conocimiento, escapan del ámbito de control de la jurisdicción disciplinaria, como quiera que 

la esta Corporación no tiene como fin poner en gracia de discusión las decisiones y/o 

actuaciones que adopten los Jueces y Fiscales en el desempeño de sus funciones y más 

como sucede en el presente caso, cuando las mismas estén ceñidas a lo dispuesto 

normativamente y a la interpretación que el funcionario haya hecho de los elementos con los 

cuales contaban para determinar la existencia o no de tipicidad en los hechos denunciados 

conforme a las pruebas recaudadas en las etapas respectivas; pues no puede pretender el 

quejoso, que a través de esta Jurisdicción se revoquen las decisiones que en derecho se 

hayan tomado por parte de otras jurisdicciones, toda vez que las mismas se encuentran 

cobijadas en los principios de autonomía e independencia del que gozan los jueces y fiscales 

en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, según lo preceptuado en el artículo 5° de la 

Ley 270 de 1996: 

 

“(…) ARTICULO 5º. AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La 

Rama Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función 

constitucional y legal de administrar justicia.  

 

Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, 

exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones 

o criterios que deba adoptar en sus providencias.”  

 

Al respecto es preciso reproducir ahora lo preceptuado por el Consejo Superior de la 

Judicatura en el proceso 2012-2669, respecto de los principios de independencia y autonomía 

funcional: 

 

“(…) Los funcionarios judiciales cuando administran justicia están amparados por los 

principios de independencia y autonomía funcional consagrados en los artículos 228 

y 230 de la Constitución Nacional. Tales axiomas de carácter superior garantizan a 

los Jueces de la República actuar sin consideración a indebidas injerencias 

provenientes de otros órganos del poder público e incluso de la propia Rama Judicial, 

en forma que sólo quedan sometidos al imperio de la Constitución y la ley, con lo 

cual se busca que sus decisiones sean producto de la aplicación libre e imparcial del 

ordenamiento jurídico y del análisis reflexivo de las pruebas con las cuales se 

soportan las mismas”.  
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“Los principios de independencia y autonomía funcional impiden, por tanto, 

que los pronunciamientos de los Jueces emitidos en ejercicio de sus funciones 

den lugar a juzgamiento de índole disciplinario. A este respecto, pertinente 

resulta traer a colación lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-417 del 

4 de octubre de 1993”: 

 

“Es necesario advertir, por otra parte, que la responsabilidad disciplinaria de 

jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que 

atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus 

competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una sentencia judicial en 

cumplimiento de la función de administrar justicia no da lugar a acusación ni a 

proceso disciplinario alguno” (M.P. Dr. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ 

GALINDO y negrilla fuera del texto). 

 

“La doctrina constitucional antes citada fue ratificada por la Corporación guardiana 

de la Carta Política en la sentencia T-249 del 1º de julio de 1995, al señalar lo 

siguiente: 

 

“Por consiguiente, cabe recalcar que cuando en cumplimiento de la función de 

administrar justicia el juez aplica la ley, según su criterio, y examina el material 

probatorio, ello no puede dar lugar al quebrantamiento del derecho disciplinario, dada 

la independencia con que debe actuar en el ejercicio de la función jurisdiccional que 

por naturaleza le compete” (M.P. Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA).  

 

Conforme a lo anterior, es preciso señalar para eventos como el de ocupación, que 

cuando del mismo texto de la queja no se advierte sino la inconformidad del quejoso 

con decisiones judiciales adversas a sus intereses, definitivamente no es procedente, 

ni consecuente desgastar la Jurisdicción Disciplinaria, con riesgo de penetrar en el 

fondo de un proceso adelantado dentro de la órbita funcional de la autoridad judicial 

correspondiente. (…)” 

 

Y en pronunciamiento más reciente de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial sobre la 

independencia funcional-autonomía de los jueces-, se evidencia providencia del 22 de febrero 

del 2023, en la cual se consigna:1 

 

“(…) Así las cosas, se ha otorgado independencia funcional por parte de la Carta 

Política a los servidores públicos judiciales en la interpretación y aplicación de las 

normas jurídicas, en atención a la importancia de la función jurisdiccional, pues sólo 

así los casos puestos a su conocimiento pueden ser resueltos de manera imparcial, 

                                                 
1Bogotá D.C., veintidós (22) de febrero dos mil veintitrés (2023)-Magistrado Ponente: JUAN CARLOS GRANADOS 
BECERRA-Radicación: 200011102000201800619 01. 
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aplicando a ellos los mandatos abstractamente definidos por el Legislador, de tal 

modo que verdaderamente se cumpla la esencia de la misión constitucional de 

administrar justicia. En suma, la autonomía e independencia judicial constituye una 

expresión al principio de separación de poderes, principios que a su vez son garantía 

de imparcialidad y fundamento del ejercicio de la función pública jurisdiccional.  

 

No obstante lo anterior, el ejercicio de la autonomía e independencia judicial no es 

absoluto, tiene límites, está sujeta a controles, entre ellos de manera excepcional al 

control disciplinario, cuando exista una abierta desviación en el ejercicio de la función 

pública jurisdiccional y se origine el incumplimiento de deberes o prohibiciones 

constitucionales y legales, es decir, cuando las decisiones judiciales se tornen 

excesivas, arbitrarias, irrazonables, o abiertamente contrarias a la Ley, caso en el 

cual este control puede extenderse, se reitera, de manera excepcional al ámbito 

funcional, al contenido de las decisiones y providencias. (…)” 

 

No en vano la Corte Constitucional, en Sala de Revisión plasmó en la Sentencia T 238 del 1 

de abril de 2011, que: 

 

"(…) Por regla general, no es posible procesar ni sancionar disciplinariamente a los 

jueces y Magistrados que en ejercicio de su autonomía funcional interpreten las 

normas jurídicas y adopten decisiones con base en tales interpretaciones. Como 

consecuencia de esta consideración, se entiende entonces que todas aquellas 

decisiones en las que so pretexto de ejercer la función disciplinaria se cuestionen los 

criterios a partir de los cuales los jueces dictan sus providencias, o el contenido de 

éstas, violan el derecho al debido proceso de los funcionarios así cuestionados y 

constituyen una extralimitación en el ejercicio de la susodicha potestad disciplinaria. 

Encuentra la Sala que la equívoca decisión de los Magistrados tutelantes no carece 

de razonabilidad, y que por el contrario, constituiría un válido ejercicio interpretativo 

en ejercicio de la autonomía judicial que les es inherente. Esta consideración excluye 

entonces la posibilidad de que ese acto procesal pueda ser cuestionado dentro del 

ámbito disciplinario, y menos aún, de que a partir de él se deduzca incumplimiento 

del deber de eficiencia que de manera general incumbe a todos los servidores 

judiciales y se imponga entonces una sanción disciplinaria, como aquella de la que 

fueron objeto los Magistrados. (…)” 

 

Así mismo, se debe hacer referencia de la postura que ha sido adoptaba por la Sala de 

Casación Penal en sentencia del 14 de junio del 2017 con ponencia del doctor Fernando 

Alberto Castro (49467), sobre la autonomía que tiene la fiscalía como titular de la acción penal; 

particularmente, en un caso donde se estudiaba si la fiscalía había desconocido sus deberes 

al decidir dentro de una investigación renunciar a la práctica de varios testimonios, en la cual 

se dispuso que:  
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“(…) A lo anterior se suma que la Fiscalía es autónoma en sus actuaciones y por 

mandato constitucional como titular de la acción penal, es la encargada de 

determinar las pruebas que solicita en razón de la utilidad que le representan para 

sustentar la acusación, seleccionar las preguntas que formulará a los testigos en 

desarrollo de los interrogatorios, al tiempo que readecuar su estrategia de acuerdo 

con la realidad probatoria que arroje el juicio. 

 

Con la actuación de la delegada fiscal en este caso no se desconocieron los deberes 

que le corresponden al ente persecutor en relación con las víctimas y que consagran 

los numerales 6o, 8o y 12 del artículo 114 de la Ley 906 de 2004, entre ellos, solicitar 

al juez de control de garantías las medidas necesarias para garantizar su amparo y 

ante el juez de conocimiento las acciones judiciales pertinentes para su asistencia, 

el restablecimiento del derecho y la reparación integral de los efectos del injusto. 

 

Las obligaciones de la Fiscalía para con las víctimas del injusto no se extienden a 

mantener la acusación por encima de cualquier circunstancia, pues en todo caso su 

labor en la persecución del delito está condicionada a que “medien suficientes 

motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo”. 

(Artículo 250 inciso primero, constitucional) (Subrayas de la Sala)  

 

En este orden de ideas, sólo son susceptibles de acción disciplinaria las providencias 

judiciales donde el funcionario actúa en contra del ordenamiento jurídico o se aparta de los 

precedentes sin argumentar debidamente o cuando con su discrecionalidad interpretativa se 

desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados, o cuando, para 

fundamentar su decisión, desfigura ostensiblemente los principios de la sana crítica, 

orientadores de la valoración probatoria, supone indebidamente pruebas inexistentes en el 

expediente o desconoce groseramente las que obran en el plenario, situaciones que con la 

información aportada por el abogado quejoso no se advierte haya podido incurrir el Fiscal 31 

Seccional de Tuluá en el proceso bajo radicado No. 768346000187201003266, según lo 

denunciado por éste mismo, pues el noticiante hace referencia en su escrito de queja que las 

actuaciones del fiscal no eran suficientes y que a pesar de contar con los elementos para 

formular cargos, no lo había hecho, sin embargo, lo que se evidencia es que contrario a lo 

que este consideraba, los hechos resultaron siendo atípicos y así se declaró por la autoridad 

judicial competente-Juez-. Por ello, las manifestaciones realizadas en el escrito remitido a esta 

Sala carecen de soporte probatorio, pues no se encuentra algún elemento que pueda dar fe 

de lo expuesto por el quejoso, pues no puede pretender que por su consideración personal 

sobre los elementos que llevaron al fiscal a tomar su decisión o su intervención, el funcionario 

haya desconocido sus deberes funcionales y en consecuencia haya incurrido en la comisión 

de alguna falta disciplinaria, especialmente, cuando sus manifestaciones se derivan de 
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percepciones subjetivas que tiene frente al proceso y no de pruebas reales y concluyentes 

que así lo acrediten o al menos, no fueron aportadas a esta Sala.  

 

En ese entendido, por fuera de las mencionadas situaciones, las interpretaciones de la Ley o 

a la situación fáctica puesta en conocimiento de los Jueces de la República o de los Fiscales 

de la Nación, escapan del ámbito de control de la jurisdicción disciplinaria, lo anterior trayendo 

a colación lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura hoy Comisión de Disciplina 

Judicial en proveído del 14 de noviembre de 2013 dentro del radicado No. 

760011102000201202515 01, en el cual señaló que: 

 

“(…) Ahora, debe esta Colegiatura recalcarle al quejoso, que no es ésta la vía jurídica 

la adecuada para elevar su descontento frente a las diferentes actuaciones surtidas 

en el proceso de su interés, cuando contó con los mecanismos legales contemplados 

por nuestro ordenamiento adjetivo penal, para que con ellos presentados en tiempo, 

buscara la obtención de lo que pudiera ser su objetivo, haciendo valer los derechos 

presuntamente vulnerados, o se enmendaran los supuestos yerros emanados del 

actuar de la funcionaria indagada. 

 

Así las cosas, mal puede pretender el denunciante, que a través de la vía disciplinaria 

se logre deshacer lo procesalmente actuado dentro de la causa penal ahora en 

estudio, más cuando se observó que el material probatorio arrimado a dicho trámite 

y las decisiones tomadas en el mismo fueron forjadas en atención a lo señalado por 

la normatividad penal para cada actuación y no bajo fundamentos subjetivos, 

haciéndose de ello, evidente que no le asiste razón al quejoso, pues en este caso, 

resalta una discusión interpretativa en que no puede inmiscuirse la jurisdicción 

disciplinaria, pues ello equivaldría a romper el principio de la independencia y 

autonomía funcional que se ha tratado, para convertirse en una tercera instancia, 

como lo pretende a todas luces el aquí denunciante.(…)” (Subrayas de la Sala) 

 

Bajo ese panorama, la queja a criterio de la Sala, no contiene elementos relevantes de los 

cuales se pueda derivar un hecho concreto que se deba investigar por parte de esta 

Colegiatura y que comprometa al encartado; debiéndose iterar, que la Jurisdicción 

Disciplinaria no tiene como fin poner en gracia de discusión las decisiones que adopten los 

jueces y fiscales en el desempeño de sus funciones y más como sucede en el presente caso, 

cuando las mismas estén ceñidas a lo dispuesto normativa y jurisprudencialmente, y a la 

interpretación que el funcionario haya hecho de los elementos con los cuales contaba; en 

consecuencia, esta Sala considera que no hay lugar a iniciar investigación disciplinaria en 

contra del funcionario en cuestión, habida consideración de que las inconformidades del 

quejoso no tienen ningún soporte probatorio y ciertamente, es al interior del proceso penal en 

donde debe poner en conocimiento sus consideraciones probatorias y demás, y en consenso 

con él fiscal determinar su procedencia o no, por lo que no puede pretender ahora que esta 
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Jurisdicción revise como si fuera una instancia adicional las decisiones que se han tomado 

por el fiscal (jurisdicción penal), especialmente cuando no se advierten circunstancias que 

vulneren el ordenamiento jurídico y las garantías del quejoso al interior del mismo.  

 

En ese punto, debe traerse a colación lo dispuesto por la H. Corte Constitucional en sentencia 

T-412 de 2006, que refiere la queja de la siguiente manera:  

 

“…La queja] (…) puede dar origen a la acción disciplinaria, según el art. 47 del 

C.D.U., es decir, eventualmente puede poner en movimiento la actividad disciplinaria 

y en tal situación determinar la posibilidad de que se surta la indagación preliminar y 

que se cite al funcionario denunciado para que exponga su versión sobre los hechos 

constitutivos de aquélla, o bien que se abra la investigación si del contenido de la 

queja se deduce que hay mérito para ello. 

  

Pero no toda queja necesariamente origina una actuación disciplinaria, indagación 

preliminar o investigación, porque desde el principio puede descartarse por 

descabellada o intranscendente, con lo cual al no admitírsela como presupuesto de 

la acción disciplinaria, no necesariamente desencadena la obligación del funcionario 

titular del poder disciplinario de ponerla en conocimiento del presunto inculpado”. 

(Negrita y Subrayado de la Sala)” 

 

De acuerdo a lo anterior, se puede colegir que la forma como fueron presentados los hechos, 

resultan irrelevantes e intrascendentes y, no existen elementos que permitan aterrizar la 

apertura de una investigación; no puede perderse de vista, que este tipo de quejas, conllevan 

a que la Sala se pueda inhibir de adelantar indagación o investigación disciplinaria, conforme 

lo ha señalado de manera reiterada la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, en procura 

de evitar “(…) un desgaste innecesario para la administración de justicia, cuando se colige de 

la lectura de la queja que no existe mérito o duda alguna que justifique la expedición de un 

auto de indagación preliminar. (…)2. 

 

Bajo los anteriores presupuestos jurisprudenciales y del análisis realizado, no encuentra la 

Sala razonable avocar el conocimiento de una investigación en los términos en que fue 

presentada la queja por el apoderado de la señora Lucía González, pues advirtió hechos que 

carecen de transcendencia y que en consecuencia deban investigarse disciplinariamente, 

procediendo en este caso de conformidad con lo establecido en el artículo 209 de la Ley 1952 

del 2019, que le impone a la autoridad judicial disciplinaria  inhibirse de plano en aquellos 

casos que conozca de una información que se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes 

o de imposible ocurrencia, que sean presentados de manera inconcreta o difusa, o cuando la 

acción no pueda iniciarse como en el caso objeto de análisis. 

                                                 
2 Comisión Nacional de Disciplina Judicial - M.P. Dra. DIANA MARINA VÉLEZ VÁSQUEZ - Radicado No. 11001-08-02-000-2021-00468-0 
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Resulta necesario advertirle al abogado quejoso, que la decisión inhibitoria no tiene efectos 

de cosa juzgada, razón por la cual puede interponer su queja contra él o los funcionarios 

inculpados de una manera más clara, señalando las circunstancias de modo, tiempo y lugar 

de la ocurrencia de los hechos, indicando cuáles son las presuntas actuaciones irregulares y 

aportando pruebas que permitan a esta Sala adelantar de manera oficiosa la investigación y 

de las cuales se pueda evidenciar o inferir la comisión de alguna falta disciplinaria de parte 

del denunciado. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO. INHIBIRSE de iniciar proceso disciplinario contra el FISCAL 31 SECCIONAL DE 

TULUÁ, conforme a las razones que se expusieron en la parte motiva de esta decisión.  

 

SEGUNDO. En consecuencia, se ordena el archivo del radicado No. 760012502000 2023 

01970 00, previa cancelación de su registro. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

Magistrado 

 

 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

                Secretario Judicial 

 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del 2023. 

Proyecto Registrado treinta y uno (31) de agosto del 2023 

Sala Unitaria de Decisión No. 2 

Auto interlocutorio No. 302 

Proyecto aprobado por Acta ordinaria No.  

Rad. 76-001-25-02-000-2023-01590-00  

Quejoso: Orlando Aragón Romero  

Disciplinado: Jesús Hernando Londoño 

Cargo: Funcionario del Cuerpo de Investigación del CTI 

Decisión: Archivo Art. 208 
M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede el suscrito magistrado instructor a evaluar el mérito de las pruebas recaudadas a fin 

de analizar las diligencias de indagación previa adelantadas en contra del empleado Jesús 

Hernando Londoño como miembro del Cuerpo de Investigación del CTI, a fin de establecer si 

se decreta apertura de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala debe declarar la 

terminación anticipada.  

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

Génesis de la presente investigación es la remisión que por competencia realizó la 

Procuraduría Regional de Risaralda del escrito de queja radicado por el ciudadano Orlando 

Aragón Romero en el que señala que el 6 de marzo del 2023 se presentó ante la Fiscalía de 

Palmira a rendir declaración en el proceso penal bajo radicado 765206000181202311224 y 

que fue atendido por el EMPLEADO del CTI Jesús Hernando Londoño, quien le recibió la 

declaración, pero que antes de iniciar la misma, éste sacó su arma y la puso en el escrito 

como en “amenaza” y que le “preguntó varias cosas que no estaban relacionadas con mi 

denuncia, tomó copia de constancia de declaración, me pidió unos datos y me hizo poner mi 

huella en un documento que se negó a entregarme. Esta situación me generó miedo y me 

hizo sentir en riesgo, ya que yo he sido amenazado y desplazado en varias ocasiones, 

encontrándome ahora mismo en Pereira en un albergue por haber sido desplazado y tengo 

medida de protección; me parece irregular que un funcionario, saque su arma a un ciudadano 

con el fin de intimidarlo, por lo que solicito que se investigue esta situación, Por estos hechos 

presenté denuncia en la Fiscalía con radicado 660016000036202313558”. 
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Conforme lo anterior, se profirió auto de indagación No. 485 del 13 de julio del 2023 contra el 

señor JESÚS HERNANDO LONDOÑO como EMPLEADO DEL CTI DE LA FISCALÍA DE 

PALMIRA (Arch. 006), providencia en la que se solicitó a la DIRECCIÓN SECCIONAL 

ADMINISTRATIVO Y FINANCIERO DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Seccional 

Valle del Cauca, a fin de que remita copia íntegra de la identidad e información personal, 

última dirección registrada en las bases de datos, así como certificado de sueldos 

devengados, hoja de vida, cargos desempeñados y acta de posesión del señor JESÚS 

HERNANDO LONDOÑO como EMPLEADO DEL CTI DE LA FISCALÍA DE PALMIRA.  

En virtud de lo anterior, se remitió a esta Sala:  

 Respuesta de la Directora Seccional Valle del Cauca, doctora Diana Marcela 

Hernández Sánchez, a través de la cual corrió traslado del requerimiento a la doctora 

Sandra Eugenia González Mina como Directora Seccional Cali, quien, a su vez, remitió 

por competencia la solicitud a la doctora Ana Angélica (Arch.008) 

  

 Respuesta de la doctora Sandra Milena Molano Ospina quien remitió por competencia 

a la Subdirección regional de Apoyo del Pacifico (Arch.009), recibiéndose como 

respuesta del doctor Rafael Pretel Jiménez –Asesor Seccional Policía Judicial-, la 

siguiente información: 

“(…) En atención al correo que antecede, de manera atenta me permito informar que 

en la planta de servidores de Policía Judicial de Cali no existe ningún servidor de 

nombre JESUS HERNANDO LONDOÑO. (…) 

 Archivo en el que, a su vez, se observa correo de la Coordinadora Sección de Talento 

Humano Beatriz Eugenia Vanegas López en el que solicita a la doctora Olga Yineth:  

“(…) De manera atenta y con el fin de dar respuesta a la Comisión Nacional de 

Disciplina Judicial, le solicitamos por favor su apoyo para establecer en que Seccional 

se encuentra laborando el servidor. 

Gracias por su apoyo, ya que no tenemos acceso a través de los sistemas de 

información para otras Seccionales. (…)” 

 Recibiéndose como respuesta de la doctora Ángela Katerine Castro del Grupo de 

Planta de la Subdirección de Talento Humano (fl. 2 Arch.009), la siguiente respuesta: 

“(…) En atención a su solicitud, de manera atenta me permito informar que una vez 

consultados nuestros sistemas de información SIAF y KACTUS, no aparece 

información registrada bajo el nombre de “Jesús Hernando Londoño”. (…)” 

 Respuesta que fue corroborada por la Sección de Talento Humano, mediante correo 

del 10 de agosto del 2023 enviada a esta Sala, en la que se consignó: 
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“(…) En atención a la referencia y una vez consultadas las bases de datos de la 

entidad me permito informar que no se reporta servidor que responda al nombre de 

JESUS HERNANDO LONDOÑO” 

ANALISIS DEL CASO. 

 

Se procederá entonces a evaluar el mérito de las pruebas recaudadas en el presente proceso 

disciplinario adelantado, contra el doctor Hernando Londoño en su condición de Funcionario 

del Cuerpo de Investigación del CTI, que hoy ocupa la atención de la Sala, misma que se 

originó con ocasión de la queja radicada por el señor Orlando Aragón Romero, previas las 

siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.COMPETENCIA 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 

 

2. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código General 

Disciplinario y por ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el 

artículo 208, en concordancia con el artículo 90 de la mencionada Ley, mediante providencia 

que disponga el archivo definitivo de la investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  

 

Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 

eficiencia[ ]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 
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disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

 

Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

2.1 SOLUCIÓN AL CASO QUE NOS OCUPA. 

 

De cara al presupuesto fáctico señalado anteriormente, no encuentra la Sala del contenido de 

la queja disciplinaria elevada por el señor Orlando Aragón Romero, ningún hecho que de 

manera concreta conduzcan a este Despacho a obtener los elementos de convicción 

necesarios para continuar la actuación disciplinaria contra el doctor Jesús Hernando Londoño 

como Funcionario del Cuerpo de Investigación del CTI y por consiguiente, proceder a proferir 

auto de apertura de investigación en su contra, toda vez que, del acervo probatorio allegado 

a esta Sala, no se logró identificar e individualizar al posible autor de la conducta denunciada 

requisito indispensable para dar por concluida la etapa de indagación y proceder con la 

investigación conforme lo señala el artículo 208 y 211 de la Ley 1952 del 2019: 

 

“(…) ARTÍCULO 211. Procedencia de la investigación disciplinaria. Cuando, con 

fundamento en la queja, en la información recibida o en la indagación previa se 
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identifique al posible autor o autores de la falta disciplinaria, el funcionario iniciara la 

investigación disciplinaria. (…)” 

 

Requisito que no se logró cumplir a pesar de los esfuerzos realizados por el despacho en la 

etapa de indagación, pues tal y como se consignó en el acápite de antecedentes, pese a que 

se decretaron pruebas tendientes a identificar plenamente al posible autor de la conducta 

irregular, como solicitar a la Fiscalía Seccional de la Nación que remitiera “copia íntegra de la 

identidad e información personal, última dirección registrada en las bases de datos, así como 

certificado de sueldos devengados, hoja de vida, cargos desempeñados y acta de posesión 

del señor JESÚS HERNANDO LONDOÑO como EMPLEADO DEL CTI DE LA FISCALÍA DE 

PALMIRA.”  Y que la misma fue remitida a varias entidades por las mismas unidades Fiscales, 

arribando a la Sección de Talento Humano, la conclusión remitida fue que no existe en la base 

de datos un funcionario con esos datos (nombres y apellidos) tal y como lo acreditan los 

archivos 008 y 009 del expediente digital: 

 

“(…) En atención a la referencia y una vez consultadas las bases de datos de la 

entidad me permito informar que no se reporta servidor que responda al nombre de 

JESUS HERNANDO LONDOÑO” 

 

Lo que significa que no se tiene certeza de la identidad del posible responsable de los hechos 

denunciados por el señor Orlando Aragón Romero y, por tanto, no es posible continuar con el 

trámite de la presente indagación, debiéndose ordenar el archivo del proceso conforme lo 

dispuesto en el artículo 208 parágrafo único de la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 

2094 de 2021, art. 34, norma que señala: 

 

“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA 

INDAGACIÓN PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 

2021. El nuevo texto es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o 

individualización del posible autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación 

previa. 

La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el 

archivo definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de 

investigaciones por violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 

Humanitario, el término de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) 

meses. 

Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 

medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 

probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir 

la decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 

individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 
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disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 

material. (…)” 

Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2023-01590-00. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECRETAR EL ARCHIVO DEL PRESENTE PROCESO CONFORME A LAS 

VOCES DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 

2021 artículo 34, adelantado en contra el señor JESÚS HERNANDO LONDOÑO en su 

condición de FUNCIONARIO DEL CUERPO DE INVESTIGACIÓN DEL CTI, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.   

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 

 

CUARTO: Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 
(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNANDEZ QUIÑONEZ 
Magistrado 

 
 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 
Secretario Judicial 

 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del dos mil veintitrés (2023) 

Proyecto registrado el 31 de agosto del 2023 

Sala Dual de Decisión No. 3 

Aprobada por Acta No.  ____ 

Auto interlocutorio No. 303 

Rad.  76001 25 02 000 2023-01588-00 

Quejoso: Oscar Fernando Quintero Mesa   

Disciplinada: Violeta Salazar Montenegro 

Cargo: Juez 33 Civil Municipal de Cali 

Decisión:       Archivo Art. 208 

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito la presente queja disciplinaria radicada por el señor 

Oscar Fernando Quintero Mesa contra el Juzgado 33 Civil Municipal de Cali, a fin de 

establecer si se decreta apertura de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala se 

abstiene y declara la terminación anticipada. 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

El señor Oscar Fernando Quintero Mesa mediante correo del 14 de marzo del 2023 elevó 

escrito de queja contra la titular del Juzgado 33 Civil Municipal de Cali, al considerar que no 

le habían dado trámite al escrito de acción de tutela que radicó y le correspondió a dicha 

servidora bajo radicado No.2023-00180. Consignó el señor Quintero Mesa lo siguiente:  

 

 “(…) Señores  

Comisión de Disciplina Nacional 

 E.S.D.  

 

Se denuncia a la Juez VIOLETA SALAZAR MONTENEGRO 

 

No me ha llegado ninguna notificación de impulso procesal, avocamiento de la tutela 

y comunicación efectiva de las partes en éste correo electrónico: 

, teléfonoposdoctoroscarfernando@gmail.com  
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casa:6023420277, whatsapp +573164819150, dirección física calle 5 #89-137. 

Bloque 10, apto 204. Unidad Residencial Torreón del Campestre. RV: Generación 

de Tutela en línea No 1316097 (…)” 

 

Conforme lo anterior, se profirió auto de indagación previa No.486 del 13 de julio del 2023 

contra la titular del Juzgado 33 Civil Municipal de Cali (Arch. 007), recibiéndose memorial del 

4 de agosto del 2023, a través del cual se aportó escrito de versión libre de la señora Juez y 

a su vez, copia íntegra del proceso de tutela bajo radicado 760014003033-2023-00180-00 

(Arch.009). 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 

 

2. Análisis del caso concreto  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código General 

Disciplinario y por ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el 

artículo 208 de la mencionada Ley, mediante providencia que disponga el archivo de la 

investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  

 

Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 
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eficiencia[1]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 

disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

 

Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

2.1 Solución al caso que nos ocupa 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la noticia disciplinaria refiere que aparentemente la doctora 

Violeta Salazar Montenegro como titular del Juzgado 33 Civil Municipal de Cali no había 

cumplido con su deber de resolver en el término oportuno la acción de tutela por él radicada 

el 8 de marzo del 2023 y que le correspondió por reparto. Según se evidencia de su escrito, 

para el 14 de marzo la servidora judicial aparentemente no había tomado ninguna decisión en 

el proceso constitucional, ni siquiera el auto de avocamiento.  

 

Sin embargo, dicha situación ciertamente a consideración de la Sala no tiene mérito para que 

se continúe el trámite de las diligencias disciplinarias contra la servidora judicial denunciada, 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996 
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toda vez que, i) tal y como lo certificó la doctora Salazar Montenegro (Arch. 009), el proceso 

se le repartió mediante acta No.492821 el 8 de marzo del 2023, mediante auto del mismo día 

le ordenó al accionante que corrigiera el escrito de tutela, y en virtud de los memoriales y 

documentos aportados por el señor Quintero resolvió mediante auto No. 811 del 13 de marzo 

del 2023 remitir por competencia el escrito de tutela al Consejo de Estado por tratarse de 

hecho contra el presidente de la República.  

 

Significa lo anterior que, cuando se remitió a esta Sala el 6 de julio del 2023 el escrito de queja 

presentado por el señor Quintero Mesa de fecha 14 de marzo del 2023 contra el Juzgado 33 

Civil Municipal de Cali, la titular de dicho despacho tiempo atrás había dado trámite a la acción 

de tutela (13 de marzo del 2023), tomando como decisión la de remitir la acción de tutela por 

competencia. 

 

Así lo manifestó la doctora Violeta Salazar Montenegro ante la Sala en su versión libre 

(Arch.009). 

 

“(…) Revisado el sistema de consulta Siglo XXI, se evidencia que a este Juzgado 

correspondió por reparto el 08 de marzo de 2023, la acción de tutela propuesta por  

señor OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA, a la cual se le asignó el radicado No. 

760014003033-2023- 00180-00; dentro de dicha actuación se emitió proveído No. 811 

del 08 de marzo de 2023, solicitando la corrección de la tutela, debido a que se allegó 

un formulario para solicitar medidas cautelares ante la CIDH, en el cual se denuncian 

una serie de circunstancias atinentes a amenazas, pago de perjuicios, exigencias 

relacionadas con pasantías internacionales, señalamientos en contra de diversos 

funcionarios y diversas entidades, entre otros; sin que fuera posible establecer lo que 

se pretendía con la acción de tutela, así como los hechos que darían lugar a la 

vulneración endilgada, o la entidad y/o funcionario concreto que se encontraría 

afectando sus derechos. 

 

Tal decisión fue notificada al actor, el día siguiente, esto es, el 9 de marzo de 2023, a la 

dirección electrónica doctoroscarfercho@gmail.com (archivo 03), suministrada para 

notificaciones a lo largo de su escrito inicial, enteramiento que resultó efectivo, al punto 

que en respuesta a lo anterior, y dentro del término concedido, el señor OSCAR 

FERNANDO QUINTERO MESA, presentó pronunciamientos de 9 de marzo y de 13 de 

marzo de 2023, a partir de los cuales, se pudo concluir que la tutela estaba encaminada 

a la destitución del presidente de la República. 

 

Por esta razón, mediante auto de la misma fecha 13 de marzo de 2023, se ordenó remitir 

la acción de tutela instaurada en forma inmediata al Consejo de Estado, quien conoció 

del trámite constitucional en su Sección tercera, Subsección B, bajo la radicación 11001-

03-15-000-2023-01319-00, la cual, fue declarada improcedente mediante sentencia del 

14 de abril de 2023 por dicha Corporación. 
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Así mismo, con ocasión al correo allegado el 13 de marzo de 2023, donde se solicita 

el envío de respuestas y toda vez que el mismo fue enviado desde el correo electrónico 

posdoctoroscarfernando@gmail.com, el día 14 de marzo de 2022, se procedió a 

comunicar nuevamente al actor de las decisiones adoptadas (archivo 11). 

 

De esta manera puede evidenciarse que, durante el trámite correspondiente a la acción 

de tutela interpuesta por el quejoso, este Despacho ha actuado conforme a derecho, 

siendo respetuoso del derecho al debido proceso del actor, a quien se le ha informado 

de cada una de las actuaciones desplegadas, tanto en el correo informado inicialmente 

como en el correo del que posteriormente se remitió comunicación, evidenciándose que 

en realidad su inconformidad es infundada y suscitadora de desgaste a la administración 

de justicia. (…)” 

 

Información que se corrobora con el proceso de tutela que se allegó por el Juzgado y que 

obra en el archivo 009 del expediente digital: 

 

 Acta de reparto del 8 de marzo del 2023. 

 

 Auto No. 811 del 8 de marzo del 2023 proferido por el Juzgado 33 Civil Municipal de 

Cali, a través del cual resolvió: 

 

“(…)1.- ORDENAR al accionante proceder con la corrección de la solicitud de tutela, 

en la siguiente forma: 

 

 i) allegar el escrito que contiene la misma y/o precisar si debe considerarse como tal 

el formulario de medidas cautelares ante la CIDH o algún otro documento de aquellos 

que fueron allegados; 

 

 ii) señalar -con claridad y en forma precisa- en qué consiste o cuáles son los hechos 

que dan lugar a la vulneración denunciada, qué es lo que se pretende con la acción 

de tutela y la entidad y/o funcionario concreto que se encuentra afectando los 

derechos del actor; y  

 

iii) Aclarar si lo que en realidad pretende es elevar una solicitud ante la CIDH. (…)” 

 

Lo anterior, al considerar: 

 

“(…) Por reparto ha sido asignada la acción de tutela radicada por el señor OSCAR 

FERNANDO QUINTARO MESA, no obstante, revisados los anexos allegados por el 

mismo, se evidencia que dentro de ellos no obra el escrito de tutela correspondiente 

y que se allegan un formulario FORMULARIO PARA SOLICITAR MEDIDAS 

CAUTELARES ante la CIDH, en el cual se denuncian una serie de circunstancias 

atinentes a amenazas, situaciones de riesgo, la existencia de una decisión previa 
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(2022-00236) donde se resolvieron temáticas relacionadas con sus estudios, en las 

cuales se involucra al Presidente de la República, Ministerio de Justicia, Ministerio de 

Educación.  

 

De igual forma, allega escritos donde hace referencia al pago de daños y perjuicios y 

la inclusión en el registro de víctimas, involucrando entidades como la Gobernación 

de Manizales y Cali, OCAD del Valle, OCAD Nacional, Ministerio de Trabajo, Fiscalía, 

Procuraduría, Secretaria de Educación de Manizales, Cali, Neiva, Bogotá, Medellín y 

San Andrés denuncia. Finalmente, se evidencia que al diligenciar los datos para la 

radicación de la presente tutela enlista una serie de accionados (entre los cuales, 

cuentan los presidentes de Ecuador, Brasil y El Salvador, entre otros), sin advertir 

ningún hecho en el cual se fundamente la acción en su contra.  

 

De esta manera, se advierte que revisados los documentos allegados no es posible 

establecer que alguno de ellos constituya el cuerpo de la acción de tutela o que pueda 

colegirse de los mismos -con claridad- en qué consiste o cuáles son los hechos que 

dan lugar la vulneración endilgada, que es lo que se pretende con la acción de tutela 

y la entidad y/o funcionario concreto que se encuentra afectando los derechos del 

actor. Aunado a ello, no es posible colegir si lo que en realidad pretende el actor es 

elevar una solicitud ante la CIDH.  

 

En virtud de lo anterior, se hace necesario acudir a lo dispuesto en el artículo 17 del 

Decreto 2591 de 1991, a cuyo tenor “CORRECCIÓN DE LA SOLICITUD. Si no pudiere 

determinarse el hecho o la razón que motiva la solicitud de tutela se prevendrá al 

solicitante para que la corrija en el término de tres días, los cuales deberán señalarse 

concretamente en la correspondiente providencia. Si no la corrigere, la solicitud podrá 

ser rechazada de plano. (…)” 

 

 Providencia que fue notificada el 9 de marzo del 2023, por tanto, el señor Quintero 

Mesa tenía hasta el día 13 de marzo para cumplir con la orden impartida. 

 

 Correos del accionante donde allega videos y demás escritos de fecha 9 y 13 de marzo 

del 2023. 

 

 Auto No. 811 del 13 de marzo del 2023 proferido por el Juzgado 33 Civil Municipal de 

Cali, a través del cual resolvió: 

 

“(…) 1.- REMITIR la acción de tutela instaurada por OSCAR FERNANDO QUINTERO 

MESA contra PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, en forma INMEDIATA al CONSEJO 

DE ESTADO, para que sea asumido su conocimiento por dicha entidad. (…)” 

 

Luego de considerar lo siguiente: 
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“(…) Ahora bien, el accionante presenta escritos de 9 y 13 de marzo de 2023, dando 

contestación a lo requerido por el Juzgado, y explicando puntualmente i) que la 

demanda es el archivo measure, donde se envió a la Corte Interamericana de 

derechos humanos la destitución de (…) Gustavo Petro; ii) que Gustavo Petro no es 

el candidato que ganó la Presidencia; iii) que Gustavo Petro declaró que Colombia y 

Venezuela son una misma nación, por lo cual se acciona contra 23 Estados, para que 

declaren como persona non grata al supuesto Presidente Gustavo Petro; iv) que en el 

grupo del Sindicato de la Universidad del Tolima, liderado por César Fonseca, se filtró 

información de la registraduría que confirma el fraude presidencial efectuado por 

Gustavo Petro, grupo del cual fue eliminado el accionante luego de que denunciara lo 

anterior; y que v) las evidencias consisten en las denuncias de su propio hijo Andrés 

Petro, el video de prueba de la denuncia a la Fiscalía y las pruebas existentes en el 

aludido grupo.  

 

De lo anterior emerge que el actor aclara que el documento dirigido a la CIDH 

constituye la pretensión constitucional y que con la misma pretende la destitución del 

Presidente Gustavo Petro; aunado a ello explica los hechos que dan fundamento a su 

petición.  

 

Ello permite colegir que la competencia para conocer de esta acción radica en cabeza 

del Consejo de Estado, pues así impone colegirlo el artículo 12 del Decreto 333 de 

2021, en la medida que el mismo establece que “La acción de tutela dirigidas contra 

las actuaciones del presidente de la república, incluyendo las relacionas con seguridad 

nacional, así como, las actuaciones administrativas, políticas, programas y/o 

estrategias del Gobierno nacional (…) serán repartidas para su conocimiento en 

primera instancia, al Consejo de Estado. (…)” 

 

 Providencia notificada el 13 de marzo del 2023 por correo electrónico.  

 

Así las cosas, considera esta Sala que de lo denunciado en el escrito de queja por el señor 

Quintero Mesa, no se advierte un desconocimiento de los deberes que le son propios a la 

doctora Violeta Salazar Montenegro como Juez 33 Civil Municipal de Cali, como quiera que 

del análisis a las piezas procesales aportadas del expediente se evidenció que contrario a lo 

manifestado, esto es, ausencia del trámite de la acción de tutela, se evidencia que si se 

cumplió con el mismo durante el tiempo y término señalado por el artículo 29 del Decreto 2591 

de 1991 (10 días): 

 

“(…) ARTICULO 29.- Contenido del fallo. Dentro de los diez días siguientes a la 

presentación de la solicitud el juez dictará fallo, el cual deberá contener: (…)” 

 

Así como el contenido del artículo 1° del Decreto 333 de 2021 que modifica las reglas de 

reparto en materia de acciones de tutela, consagrando en el numeral 12 lo siguiente: 
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“(…) Artículo 2.2.3.1.2.1 Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en 

el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a 

prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que 

motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme 

a las siguientes reglas:  

 

(…) 12: Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la 

República, incluyendo las relacionas con seguridad nacional, así como, las 

actuaciones administrativas, políticas, programas y/o estrategias del Gobierno 

nacional (…) serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, al Consejo 

de Estado. (…)” 

 

Es decir, le correspondió por reparto el 8 de marzo del 2023, fecha en la que se profirió auto 

que le ordenó corregir y/o aclarar el escrito al accionante concediéndole 3 días para ello, en 

aras de determinar la persona o entidad accionada y los hechos de manera clara. Habiéndose 

aportado por el quejoso escrito los días 9 y 13 de marzo del 2023 en los que informó que la 

misma se dirigía contra las actuaciones del Presidente de la República, procediendo entonces 

la Juez a proferir auto a través del cual remitió por competencia el escrito de tutela del señor 

Quintero Mesa, el cual le fue notificado en esa misma calenda. Situaciones estas que, 

permiten concluir para el asunto, que la Juez 33 Civil Municipal de Cali ha cumplido con sus 

deberes, como quiera que cumplió con el trámite legal y establecido el proceso de tutela, sin 

que se pueda considerar de manera alguna como lo manifestó el quejoso la existencia de 

ausencia de actuaciones en el referido expediente constitucional. Razón por la cual, se tiene 

que las manifestaciones contenidas en el escrito de queja, no encuentran respaldo probatorio 

alguno, conforme al análisis realizado al expediente que obra en el plenario, situación con la 

cual se acredita que la doctora Violeta Salazar Montenegro como titular del despacho 

denunciado ha cumplido cabalmente con sus funciones y deberes dentro del trámite del 

proceso bajo radicado No. 760014003033-2023-00180-00 y por tanto, lo expuesto por el señor 

Oscar Fernando Quintero Mesa no tiene el mérito para para que se realice reproche 

disciplinario al servidor judicial investigado. 

 

En consecuencia, no le queda más a esta Corporación que disponer el archivo del presente 

proceso disciplinario de conformidad con lo establecido en el artículo 208 parágrafo único de 

la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 2094 de 2021, art. 34, norma que señala: 

 

“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA 

INDAGACIÓN PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 

2021. El nuevo texto es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o 

individualización del posible autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación 

previa. 
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La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el 
archivo definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de 
investigaciones por violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 
Humanitario, el término de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) 
meses. 

Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 
medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 
probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir 
la decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 
individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 
disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 
material. (…)” 

Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2023-01588-00. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECRETAR EL ARCHIVO DEL PRESENTE PROCESO CONFORME A LAS 

VOCES DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 

2021 artículo 34, adelantado contra la doctora VIOLETA SALAZAR MONTENEGRO como 

JUEZ 33 CIVIL MUNICIPAL DE CALI, conforme a las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia.   

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN, en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 

 

CUARTO:  Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNANDEZ QUIÑONEZ 

Magistrado 
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GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 

 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del dos mil veintitrés (2023) 

Proyecto registrado el 31 de agosto del 2023 

Sala Dual de Decisión No. 3 

Aprobada por Acta No.  ____ 

Auto interlocutorio No. 313 

Rad.  76001 25 02 000 2022 01164 00 

Quejoso: Juan Mauricio Rondon Castillo  

Disciplinado: Julio Rómulo Osorio Taborda 

Cargo: Juez de Paz de Guadalajara de Buga 

Decisión:       Archivo Art. 208 

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito de la presente queja disciplinaria a fin de establecer si 

se decreta apertura de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala se abstiene y 

declara la terminación anticipada. 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

Génesis de la presente investigación es la remisión realizada por la Coordinadora de la Casa 

de Justicia de Buga, doctora Leydy Diana Arias mediante correo del 17 de junio del 2022, del 

escrito o petición presentado por el ciudadano Mauricio Rendón Castillo contra el señor Julio 

Rómulo Osorio en su condición de conciliador en equidad de Guadalajara de Buga y del acta 

No.003 del 1 de junio del 2022, en la que se ponen de presente la existencia de un presunto 

actuar irregular por parte de este servidor. 

 

Conforme lo anterior, se profirió auto de indagación previa No. 377 del 14 de julio del 2023 

contra el señor Julio remullo Osorio Taborda como Juez de Paz de Guadalajara de Buga 

(Arch. 013). 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 
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270 de 1996, artículo 194 de la Ley 734 de 2002 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la ley 

734 del 2002, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la Comisión de Disciplina 

Judicial, la sala Jurisdiccional disciplinaria y sus seccionales desaparecieron, para dar paso 

al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en este momento a la Comisión 

de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente proceso. 

 

2. Análisis del caso concreto  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código General 

Disciplinario y por ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el 

artículo 208, en concordancia con el artículo 90 de la mencionada Ley, mediante providencia 

que disponga el archivo definitivo de la investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  

 

Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 

eficiencia[1]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 

disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996 
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Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

2.1 Solución al caso que nos ocupa 

 

De cara al presupuesto fáctico señalado anteriormente, no encuentra la Sala del contenido de 

los correos y demás documentos presentados a esta Sala contra el señor Julio Rómulo Osorio, 

ningún hecho que de manera concreta conduzcan a la Sala a obtener los elementos de 

convicción necesarios continuar con la presente indagación y mucho menos, ordenar la 

apertura de una investigación en su contra.  

 

En efecto, en el caso sub examine, debe partirse del análisis sobre el hecho de que el motivo 

por el cual se duelen los quejosos, es porque a su parecer el señor Juez de Paz no tiene un 

trato cordial y educado cuando atiende a los usuarios, es lo que se colige del escrito 

presentado por el ciudadano Rondón Castillo y del acta de reunión No. 003 suscrita por la 

Coordinadora de la Casa de Justicia, el Coordinador de Apoyo y el Jefe de la Oficina de 

Conciliación en Equidad. Situación que ciertamente a consideración de la Sala no tiene mérito 

para continuar con el trámite de las diligencias, toda vez que, al observarse con detalle el acta 

aportada se logra evidenciar que dicha situación fue discutida con el mismo investigado y 

frente a ello, se llegó a un acuerdo en el que se comprometió a mejorar su forma de 

comunicarse con los usuarios. 

 

“(…) En la ciudad de Guadalajara de Buga, el día primero (01) de junio del año 2022, 

se reunieron en la oficina de coordinación el señor JULIO ROMULO OCAMPO (…) 

LEYDY DIANA ARIAS (…) WILLIAM CASTRIILLON, para tratar las diferentes quejas 

que se vienen presentando por los usuarios, quienes no están de acuerdo con el 

trato brindado por el conciliador. Se socializa y se hace entrega mediante oficio No. 

032 del veintitrés de mayo del presente año, el cual consta de ocho (08) folios, las 

quejas presentadas por los diferentes usuarios. El conciliador acuerda dar respuesta 

(…) así mismo se compromete a mejorar los canales de comunicación y de servicio 

desde su oficina a los usuarios de casa de justicia. (…)” 

 

Significa lo anterior que, i) la queja o inconformidad deriva de la actitud o comportamiento del 

Juez de Paz al atender a los usuarios y no propiamente de sus actuaciones o decisiones como 

Juez de Paz al interior de los procesos y que, ii) las quejas relacionadas con dicha situación, 

le fueron puestas en su conocimiento y frente a ello, se comprometió a mejorar su actitud y 

manera de comunicarse que los ciudadanos. Esto es, que la situación por la que se pretendía 
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se investigara al señor Juez de Paz, fue solucionada incluso antes de remitirse a esta Sala y 

ene se sentido no habría lugar a que se continuaran las diligencias en contra de éste pues se 

itera que:  

 

 Se trataba de una situación subjetiva derivada de la percepción de los usuarios frente 

al actuar del juez al momento de ser atendidos. 

  La misma se le puso de presente al Juez de Paz y fue atendida por éste, 

comprometiéndose a mejorar su actitud y comportamiento. 

 Los hechos no guardan relación con el actuar directo del Juez de Paz en los procesos, 

esto es, sus decisiones al momento de resolver los conflictos y, por tanto, no se causó 

ninguna afectación propiamente dicha en las resueltas de los mismos. 

 

Igualmente, resulta necesario indicar que los hechos expuestos a consideración de esta Sala 

en todo caso, se derivan de una culpa leve, en tanto que se trata del comportamiento que el 

Juez de Paz sabe que debe tener para atender a sus usuarios, lo cual a la luz del artículo 29 

de la Ley 1952 modificado por el artículo 4° Ley 2094 del 2021, no acarrea sanción 

disciplinaria y, por tanto, así se dispondrá:  

 

“(…) ARTÍCULO 29. Culpa. La conducta es culposa cuando el sujeto disciplinable 

incurre en los hechos constitutivos de falta disciplinaria, por la infracción al deber 

objetivo de cuidado funcionalmente exigible y debió haberla previsto por ser 

previsible o habiéndola previsto confió en poder evitarla. 

 

La culpa sancionable podrá ser gravísima o grave. 

 

La culpa leve no será sancionable en materia disciplinaria.  

 

Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, 

desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. 

La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del 

cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones. (…)” 

 

Bajo ese panorama, la compulsa a criterio de la Sala, no contiene elementos relevantes de 

los cuales se pueda derivar un hecho concreto que pueda constituir falta disciplinaria y por 

tanto, deba investigar esta Colegiatura y que comprometan al señor Julio Rómulo Osorio, 

sometido a la presente investigación, pues no se avizora el incumplimiento de sus deberes 

dentro de sus actuaciones como Juez de Paz conforme a los postulados de la Ley 497 de 

1999, norma en la que si bien, se le exige garantizar los derechos de los usuarios y esto, 

implicaría actuar de manera respetuosa con sus usuarios, se itera que en el caso se encuentra 

acreditado que, con el actuar del Juez no se afectó sustancialmente el proceso bajo su 

conocimiento y que en todo caso, este se comprometió una vez tuvo conocimiento de las 

inconformidades a mejorar su actitud. En consecuencia, no le queda más a esta Corporación 

que disponer el archivo del presente proceso disciplinario de conformidad con lo establecido 
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en el artículo 208 parágrafo único de la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 2094 de 

2021, art. 34, norma que señala: 

 

“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA 

INDAGACIÓN PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 

2021. El nuevo texto es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o 

individualización del posible autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación 

previa. 

La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el 

archivo definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de 

investigaciones por violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 

Humanitario, el término de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) 

meses. 

Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 

medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 

probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir 

la decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 

individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 

disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 

material. (…)” 

Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2022-01164-00. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECRETAR LA TERMINACIÓN DEL PROCESO CONFORME A LAS VOCES 

DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 2021 

artículo 34, adelantado contra el señor JULIO RÓMULO OSORIO TABORDA en su 

condición de JUEZ DE PAZ DE GUADALAJARA DE BUGA, de acuerdo con lo expuesto en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN, en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 

 

CUARTO:  Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

Magistrado 

 

 

 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del dos mil veintitrés (2023) 

Proyecto registrado el 31 de agosto del 2023 

Auto interlocutorio No.305 

Aprobada por Acta No.  

Sala Unitaria de Decisión No. 2 

Rad. 76001 25 02 000 2022 00928 00 

Compulsa: Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca    

Disciplinada: Ana María Hernández Moreno  

Cargo: Fiscal 20 Local de Buga  

Decisión:        Archivo Art. 208 

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito de la presente queja disciplinaria a fin de establecer si 

se decreta apertura de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala se abstiene y 

declara la terminación anticipada. 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

Génesis de la presente indagación previa es la compulsa de copias ordenada por el Despacho 

No. 3 de la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca dentro del proceso 

disciplinario bajo radicado No.76-001-11-02-000-2020-00238-00 que se adelantaba contra la 

Fiscal 04 Local de Buga por la presunta mora en la que podría haber incurrido al interior del 

proceso penal bajo radicado No. 76-111-60-00166-2014-00072 dentro del cual se decretó la 

prescripción de la acción penal. Proceso en el que se profirió providencia del 9 de marzo del 

2022 en la que se ordenó terminar la investigación disciplinaria en contra de la Fiscal 04 Local 

de Buga y compulsar copias contra el Fiscal 20 Local de Buga, luego de considerar que la 

primera no había sido indiligente y que el segundo había tenido en sus manos el proceso penal 

desde el 29 de mayo del 2018 y no adelantó muchas actuaciones durante el periodo de tiempo 

que estuvo a su cargo hasta que se configuró la prescripción el 5 de enero del 2019.  

 

Así entonces, se determinó en el acápite de otras consideraciones de dicha providencia, lo 

siguiente:  
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“(…) Teniendo en cuenta que el proceso objeto de investigación 2014-00072 el 29 

de mayo de 2018, fue remitido a la Fiscalía 20 Local de Buga, en cumplimiento a lo 

dispuesto en la Resolución DSVC 20590-161 del 24 de mayo de 2018, emanada de 

la Dirección Seccional de Fiscalía del Valle del Cauca, el proceso aún estaba activo, 

pues la acción penal estaría presta a prescribir para el 05 de enero de 2019, se 

dispone la COMPULSA DE COPIAS a la FISCALIA 20 LOCAL DE BUGA, para que 

esta Corporación adelante lo pertinente. (…)” 

  

Conforme lo anterior, se profirió auto de indagación previa No.177 del 15 de junio del 2022 

contra el Fiscal 20 Local de Buga (Arch. 009), en el que se decretaron como pruebas se 

allegara la hoja de vida de la persona que fungía en dicha calidad, el acta de posesión y la 

certificación de la estadística del año 2018-2019, que fueron allegadas al proceso y obran en 

los archivos 011 y 019.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional Disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 

 

2. Análisis del caso concreto  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código General 

Disciplinario y por ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el 

artículo 208 de la mencionada Ley, mediante providencia que disponga el archivo de la 

investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  
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Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 

eficiencia[1]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 

disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

 

Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

2.1 Solución al caso que nos ocupa 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la noticia disciplinaria refiere que la titular del despacho 20 

Local de Buga pudo haber incurrido en irregularidades al interior del trámite del proceso penal 

bajo radicado No. 76-111-60-00166-2014-00072, que se adelantaba contra el señor Harol 

Enrique Contreras por el delito de lesiones personales, pues a consideración del Despacho 

que compulsó las copias, la funcionaria había incurrido en una posible mora que pudo permitir 

la configuración de la prescripción de la acción penal, pues a pesar de que las carpetas le fue 

remitida el 24 de mayo en cumplimiento a la Resolución No. DSVC 20590-161 del 24 de mayo 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996 
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de 2018 no realizó ninguna actuación dentro de la misma, habiéndose prescrito el 5 de enero 

del 2019.   

 

Advertido lo anterior, debe señalarse que al proceso se allegó copia íntegra del proceso 

disciplinario que se adelantó contra la Fiscal 04 Local de Buga (Arch. 007), en la que obra la 

versión libre que aportó ésta y en al que narra cómo se presentó la remisión de la carpeta al 

despacho de la Fiscal 20 Local:  

 

“(….) Que es relevante tener en cuenta que el 24 de mayo de 2018, le fueron 

asignadas las diligencias por competencia a la Fiscalía 20 Local de Buga, en 

cumplimiento a la Resolución No. DSVC 20590-161 del 24 de mayo de 2018 de la 

Dirección Seccional Valle del Cauca, carpetas que fueron recibidas masivamente por 

la titular del Despacho Dra. ANA MARIA HERNANDEZ, no solo de los casos 

asignados que conoció la Fiscalía Cuarta Local, sino también de la Tercera Local, 

cabe resaltar que a esa compañera se le informó de su parte y del Asistente del 

despacho sobre los casos que estaban próximos a prescribir y que estaban 

pendientes del cumplimiento de las labores investigativas. 

 

(…)Mediante correo electrónico del 24 de febrero de 2022, la operadora judicial 

complementó su escrito de versión, manifestando que en cumplimiento a lo dispuesto 

en la resolución DSVC 20590-161 del 24 de mayo de 2018 donde se dispone la 

restructuración de la Seccional Valle del Cauca donde se crea la Unidad De 

Querellables a cargo de la Fiscalía 20 Local, acatando dicha orden se realizó un 

inventario por parte de la Fiscalía 3 y 4 Local de las indagaciones de conductas 

querellables para pasarlas a la Fiscalía 20 local encomendándole esta labor de 

transferencia a la asistente del Despacho señor JUAN CARLOS LOZANO VELEZ, 

quien debió traer las carpetas hasta esa oficina, debiendo la doctora ANA MARIA 

HERNANDEZ MORENO con su asistente MARIBEL JIMENEZ HUERTAS, revisar el 

contenido de las cajas, sin que hasta el día que estuve como Fiscal 4 Local, la 

doctora ANA MARIA allegara el recibido de las carpetas pero en conversación con 

esta, no tuvo problemas con el recibido de las mismas. Que una vez es emitida la 

citada resolución por parte de la Dirección Seccional la oficina de asignaciones, hizo 

la migración (asignación) de la carga de carpetas físicas inventariadas y 

debidamente foliadas correspondientes a delito querellables en la fecha de su 

expedición a la Fiscalía 20 Local. (…)” 

 

Así mismo, se evidencia que al proceso se allegó la estadística laboral reportada por el 

Despacho de la señora Fiscal reportada en el año 2018-2019 (Arch.019), en la que se da 

cuenta de que la carga laboral de su despacho oscila entre 285 a 400 procesos y que como 

actuaciones relevantes en dicho periodo se reportaron las siguientes:  

 

Actuaciones  AÑO 2018 AÑO 2019 TOTAL  

Activado por otra causa  15 15 
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Activado por reiniciación 1 1 2 

Archivo por conducta atípica art.79 c.p.p 1 284 285 

Archivo por imposibilidad de encontrar o 
establecer el sujeto activo art. 79 c.p.p auto julio 
5 de 2007 M.P Yesid Ramírez Bastidas 

20 3 23 

Archivo por imposibilidad de encontrar o 
establecer el sujeto pasivo art. 79 c.p.p auto julio 
5 de 2007 M.P Yesid Ramírez Bastidas 

17  17 

Archivo por inexistencia del hecho art 79. c.p.p  2 2 

Archivo por prescripción de la acción penal 
art.83 c.p. 

 2 2 

Archivo por querellante ilegitimo art. 71 c.p.p. 20 10 30 

Autoriza declaratoria persona ausente  1 1 

CASO PROGRAMADO PARA TRASLADO DEL 
ESCRITO DE ACUSACIÓN PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO 

 6 6 

CITA TRASLADO INCUMPLIDA CON 
JUSTIFICACIÓN 

 1 1 

Conciliación con acuerdo 189 143 332 

Conciliación con acuerdo (por verificar) 1 2 3 

Conciliación fracasada (no se hizo - 
complementar con el motivo) 

 2 2 

Conciliación sin acuerdo (para fiscal sau o casa 
justicia) 

85 39 124 

Control de legalidad - captura  1 1 

Control de legalidad registro y allanamiento  1 1 

Desistimiento de la querella por inasistencia 
injustificada del querellante 

1 2 3 

Extinción de la acción penal por caducidad de la 
querella 

8  8 

Extinción de la acción penal por desistimiento 150 184 334 

Extinción de la acción penal por muerte del 
indiciado o procesado 

1 5 6 

Formulación de la imputación  1 1 

Inactivado para acumulación conexidad 
procesal 

18 13 31 

Inasistencia querellante 9 148 157 

Orden de registro y allanamiento  2 2 

Preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y 
el imputado o acusado 

 1 1 

Preclusión (ejecutoriada) - extinción por 
prescripción de la acción penal 

 3 3 

Preclusión (ejecutoriada) - imposibilidad de 
continuar el ejercicio de la acción penal 

 4 4 

PRESENTACIÓN DEL ESCRITO DE 
ACUSACIÓN ANTE EL CENTRO DE 
SERVICIOS Y/O JUEZ COMPETENTE PARA 
EL JUICIO ART. 540 DEL CPP 

 6 6 

Sale a fiscal de conocimiento 12 13 25 

Sale a fiscalía local 56 22 78 
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Sale a fiscalía seccional 228 78 306 

Sale a otro despacho de la misma unidad 3  3 

Sale de ley 906 a ley 1098  1 1 

Sale por competencia territorial 19 11 30 

Solicitud de Audiencia de Formulación de 
Imputación 

 1 1 

Solicitud de audiencia preliminar* 1 2 3 

Solicitud de medidas de protección a la víctima  1 1 

Solicitud de preclusión por extinción de la acción 
penal por prescripción 

 3 3 

Solicitud preclusión - imposibilidad de continuar 
con el ejercicio de la acción penal 

 5 5 

TRASLADO DE ESCRITO DE ACUSACIÓN 
PREVIA CITACIÓN SIN ACEPTACIÓN DE 
CARGOS ART. 536 DEL CPP 

 6 6 

Total  840 1025 1865 

 

Visto lo anterior, se tiene que las actuaciones de la señora fiscal para el año 2018 fue de 1.025 

y para el año 2019 fue de 1865, debiéndose dividir dicha suma entre los días laborales, que 

corresponden a 235 para el año 2018 y 237 para el 2019, restando los días festivos; en 

consecuencia, la producción diaria fue de 4,36 para el año 2018 y de 7,86 para el año 2019. 

 

Dilucidado lo anterior, conviene reproducir lo establecido por la Ley 1952 del 2019 en sus 

artículos 9° y 242: 

 

“(…) ARTÍCULO 9o. ILICITUD SUSTANCIAL.  La conducta del disciplinable será 

ilícita cuando afecte sustancialmente el deber funcional sin justificación alguna.  

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a 

acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes 

y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades 

y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las 

contempladas en este código. (…)” 

 

De cara a lo anterior, considera entonces esta Sala Unitaria que no puede endilgarse el 

desconocimiento de deberes a la doctora Ana María Hernández Moreno en su condición de 

Fiscal 20 Local de Buga y por ende, los hechos resultan en este momento carentes de 

relevancia y trascendencia al no advertir ninguna conducta susceptible de reproche 

disciplinario, pues se observa conforme a las pruebas aportadas al expediente que si bien, la 

fiscal no ejecutó ninguna labor durante el lapso de tiempo que tuvo a cargo la investigación 

penal, esto es, del 24 de mayo del 2018 hasta el 5 de enero del 2019 cuando se configuró el 

fenómeno de la prescripción (casi 7 meses), de acuerdo al material aportado al proceso que 

deriva incluso de la misma investigación disciplinaria de la cual se origina esta, que ello 

obedeció al gran cumulo de procesos que recibió la Fiscal provenientes de los Despachos 
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Fiscales 3 y 4 Local de Buga, que relacionaron un sin número de procesos con fecha próxima 

a prescribir,  es decir que por más que hubiera intentado en ese término evacuar los procesos 

con la etapa que seguía al interior de los mismos era casi que imposible que en ese intervalo 

hubiera tramitado absolutamente todos y cada uno, pues se itera, recibió la carga laboral de 

dos despachos de todos los procesos de conductas querellables, situación que implicaba que 

utilizara un termino razonable para i) analizar la relación de procesos que le iban a ser 

remitidos por los Despachos Fiscales 3 y 4, ii) estudiar los procesos para determinar el estado 

en que se encontraban los mismos y iii) una vez consciente del estado, proceder a revisar si 

en los mismos se había allegado las respuestas de las ordenes libradas a policía judicial, si 

estaban completas, si se debían reiterar o si a raíz del resultado de las mismas debía proceder 

a proferir una nueva orden. Actuaciones que a consideración de esta Sala podrían haber 

tomado un término superior a 3 meses atendiendo a la cantidad de procesos recibidos por la 

investigada.  

 

Y en todo caso, se evidencia que además de las labores anteriores que debía realizar la Fiscal 

ante la llegada de nuevos procesos de los Despachos 3 y 4, ésta continuó realizando muchas 

labores dentro de otras investigaciones, tales como conciliaciones, formulación de imputación, 

ordenes de registro y allanamientos, preacuerdos, escrito de acusación y demás propias de 

su labor como Fiscal y titular de la acción penal. Es por eso que, en caso de que se considere 

que en el asunto se configuró una posible mora por parte del Fiscal para resolver el asunto 

en el termino de 7 meses que le faltaba para prescribir desde que le fue asignada la 

investigación, se debe indicar que, tal como se evidenció dentro de dicho periodo moratorio, 

la Fiscalía 20 Local de Buga en cabeza de la doctora Ana María Hernández Moreno, produjo 

en promedio 4,36 providencias y/o actuaciones diarias, situación que permite ver el trabajo 

del despacho y además de ello la carga laboral correspondiente en el periodo descrito; esto, 

sin incluir las demás actuaciones o labores propias que debe realizar el Fiscal que no se 

reportaron para el promedio de estadística por esta Sala, tales como asistencia a las 

audiencias, ordenes proferidas a policía judicial para el cumplimiento del plan metodológico, 

etc., con lo cual resulta evidente todo el trabajo y esfuerzo desplegado por la funcionaria para 

cumplir con sus funciones y evitar la configuración de situaciones adversas en los procesos. 

Lo cual se observa aconteció en el asunto.  

 

De manera que, debe enfatizarse que los señalamientos de la compulsa de copias 

contrastados con las pruebas arrimadas al dossier se encuentran desvirtuados en la medida 

en que se avizora de la gestión judicial ejecutada, que la mora en el proceso penal bajo 

radicación 761116000166201400072, no es imputable a una conducta dolosa o gravemente 

culposa de la fiscal investigada, sino por el contrario, la misma obedece al trabajo que tenía 

en el despacho a su cargo, con lo cual justifica su responsabilidad personal, pues cumplió con 

su deber de ir evacuando los procesos sometidos a su consideración, lo que se demuestra 

con el promedio diario de la producción del despacho (ver grafica pag.4-6), lo que justifica la 

inexistencia de intención de sustraerse del cumplimiento de los términos judiciales y hace que 

su proceder no constituya falta disciplinaria, ya que no se puede exigir más de lo que es 
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humanamente posible atender dentro de un periodo determinado, habiéndose verificado que 

la producción diaria del despacho era adecuada. 

 

Es por ello que, evidenciado el elemento de irresistibilidad de la situación concreta de la Fiscal 

denunciada, no se remite a dudas la justificación de la conducta reprochable en el presente 

caso, toda vez que la prescripción de la acción penal presentada al interior del proceso penal 

bajo radicado No. 761116000166201400072, no se causó por la desidia de la inculpada sino 

por la carga laboral asignada a su despacho y el cumplimiento de las mismas dentro de otros 

procesos de igual o mayor importancia. Razón por la cual, considera esta Corporación que no 

hay lugar a continuar con la investigación que se venía surtiendo contra la doctora Hernández 

Moreno, por cuanto se vislumbra del infolio que la funcionaria investigada cumplió con evacuar 

y ejecutar actuaciones dentro de los procesos asignados a su despacho en la medida de sus 

alcances, tiempo y recursos. 

 

En consecuencia, no le queda más a esta Corporación que disponer el archivo del presente 

proceso disciplinario de conformidad con lo establecido en el artículo 208 parágrafo único de 

la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 2094 de 2021, art. 34, norma que señala: 

 

“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA 

INDAGACIÓN PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 

2021. El nuevo texto es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o 

individualización del posible autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación 

previa. 

La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el 

archivo definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de 

investigaciones por violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 

Humanitario, el término de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) 

meses. 

Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 

medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 

probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir 

la decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 

individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 

disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 

material. (…)” 

 Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2022-00928-00. 
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En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECRETAR LA TERMINACIÓN DEL PROCESO CONFORME A LAS VOCES 

DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 2021 

artículo 34, adelantado contra la doctora ANA MARÍA HERNÁNDEZ MORENO en su 

condición de FISCAL 20 LOCAL DE BUGA, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN, en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 

 

CUARTO: Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

Magistrado 

 

 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 
 

Santiago de Cali, veintidós (22) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

Proyecto registrado el 22 de enero de 2021 

Auto Interlocutorio No. 022 

Aprobada por Acta No.     

Rad. 76001 11 02 000 2020 00060 00 

Quejoso: Carolina Ortíz Hernández 

Disciplinado: Dr. Jairo Antonio Muñoz Urcuqui 

Cargo: Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle del Cauca 

Decisión: Terminación del proceso 

 
M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 
 
 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito la presente investigación adelantada en contra del doctor JAIRO 

ANTONIO MUÑOZ URCUQUI, en su condición de JUEZ PROMISCUO MUNICIPAL DE EL CERRITO, 

VALLE DEL CAUCA. 

 
ACONTECER FÁCTICO 

 
 
 

La profesional del derecho Carolina Ortíz Hernández, en su condición de abogada de la empresa 

EMSSANAR S.A.S., presenta queja disciplinaria contra el Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle 

del Cauca, teniendo en cuenta hechos presuntamente irregulares, desplegados por el despacho bajo 

titularidad del funcionario, al interior del Incidente de Desacato con radicación 2018-00671, en el cual, 

aparentemente habría vulnerado el derecho al debido proceso de la Subcoordinadora y el Presidente de 

dicha entidad, al ordenar sanción y multa en su contra y, no cancelar la orden de arresto expedida el 06 

de diciembre de 2019, cuando, según manifiesta; se había efectuado el cumplimiento de la Sentencia de 

tutela proferida el 19 de diciembre de 2018, a favor de la señora Leydi Viviana Gómez Loiza. 

 
Dentro del presente asunto disciplinario, se ordenó indagación preliminar contra el sujeto disciplinable, 

mediante auto N° 561 del 26 de noviembre de 2020. (Fl. 143-145 c.o ) 
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CONSIDERACIONES 

1. Competencia 
 
 

El presente proceso se venía tramitando por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Valle del Cauca, en 

virtud a la creación de dicha corporación en la Constitución Política de 1991; en el año 2015 mediante 

acto legislativo N° 02, se dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría 

la competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios judiciales, tramitados 

conforme a la Ley 734 de 2002. Fue así, como a partir de enero 13 de 2021, instalada la Comisión de 

Disciplina Judicial; la Sala Jurisdiccional Disciplinaria y sus Seccionales desaparecieron, para dar paso 

al nuevo organismo Jurisdiccional; por tanto, le corresponde en este momento a la Comisión Seccional 

de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, seguir conociendo del presente proceso, continuando con su 

trámite en el estado que se encuentra, conforme lo dispuesto por el Acto Legislativo N° 02 del 2015. 

 
2. Análisis del caso concreto 

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código Disciplinario Único y, por 

ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el artículo 153 y 156, en 

concordancia con el artículo 73 de la mencionada Ley, mediante providencia que disponga el archivo 

definitivo de la investigación. 

 
2.1 Inexistencia de falta disciplinaria por parte de la disciplinable 

 

Evidenciados los hechos puestos en conocimiento por la abogada Carolina Ortíz Hernández, en su calidad de 

representante judicial de la empresa EMSSANAR S.A.S., realizadas las pesquisas pertinentes, fue posible 

determinar que la razón por la cual se enjuicia la conducta del Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle del 

Cauca, tiene que ver con la aparente desidia del Juez Constitucional, al sancionar y, posteriormente omitir realizar 

la cancelación de la orden de arresto emitida contra la señora Claudia Ximena Perea, Subcoordinadora No POS de 

EMSSANAR y, el señor Carlos Edmundo Fajardo Pabón, en calidad de Presidente de la entidad, cuando ya se había 

dado cumplimiento a la orden proferida a través de la Sentencia de Tutela N° 258 del 19 de diciembre de 2018. 

 
A saber, el trámite del Incidente de Desacato objeto de cuestionamiento por parte de la aquí quejosa, tuvo su génesis 

a partir de la acción de tutela impetrada por la señora Leydi Viviana Gómez Loaiza, contra EMSSANAR S.A.S., al 

invocar su derecho fundamental a la salud, seguridad social, igualdad y dignidad humana, en tanto solicitaba la 

práctica del procedimiento de cirugía bariátrica, denominada “Sleeve Gástrico por Laparoscopia”, por parte de esa 

entidad. 

 
Así las cosas, mediante fallo de tutela N° 258 del 19 de diciembre de 2018, habiendo correspondido el conocimiento 

de la acción constitucional al Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle del Cauca; este ordenó tutelar los 
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derechos fundamentales a la salud y prestación oportuna del servicio a la accionante, disponiendo que EMSSANAR 

S.A.S., realizara las valoraciones médicas pertinentes, a fin de determinar si la actora era candidata para la cirugía 

de “Bypass Gástrico”; ordenando, además, que de ser positiva dicha valoración “dentro de los 10 días siguientes a 

la emisión de este concepto, proceda a realizar valoración por un grupo multidisciplinario de especialistas que 

determinen la viabilidad y necesidad del aludido procedimiento, y le suministren la información pertinente en forma 

clara y concreta sobre los beneficios, riesgos y demás consecuencias que pueda generar en su salud y en su 

organismo la cirugía de Bypass Gástrico por Laparoscopia (…)”. 

 
Tras la emisión de la Sentencia de Tutela, la accionante interpone Incidente de Desacato ante el Juez de 

conocimiento, al invocar que la entidad accionada no había dado cumplimiento a la orden decretada por el 

funcionario judicial, toda vez que ya le había sido emitida la orden de procedimiento quirúrgico; empero, sin que la 

misma hubiera sido autorizada por dicha sociedad, con lo que, el Juez señalado, consideró oportuno dar trámite a 

la acción constitucional, requiriendo al representante legal para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, 

procediera a dar cumplimiento a la orden impartida en el trámite de tutela. 

 
Por consiguiente, mediante auto N° 729 del 29 de agosto de 2019, se admitió el incidente de desacato formulado 

por la señora Leydi Viviana Loaiza, dándose el respectivo trámite incidental, siendo este notificado a la accionada, 

a través de oficio N° 1920 de esa misma calenda (Fl. 34 c.a). 

 
Según constancia secretarial del día 02 de septiembre de 2019, suscrita por la Secretaria del Juzgado Promiscuo 

Municipal de El Cerrito, se informa al señor Juez que, el Coordinador de fallos de tutela de EMSSANAR S.A.S., a 

pesar de haber sido requerido mediante auto de sustanciación N° 620 del 27 de agosto de 2019, no se pronunció al 

respecto, encontrándose vencido el término; por lo que, el informe, se tuvo como prueba a favor de la accionante, 

pasando el expediente a despacho para decidir de fondo el incidente. 

 
El día 04 de septiembre de 2019, se decidió frente al Incidente de Desacato, a través de auto interlocutorio N° 739, 

ordenando sancionar a los señores Claudia Ximena Perea, representante legal de EMSSANAR S.A.S. y, a Carlos 

Edmundo Fajardo Pabón, superior jerárquico de esa entidad, con arresto de dos (02) días y, multa equivalente a un 

(01) S.M.M.L.V, por desacato a la orden de tutela del 19 de diciembre de 2018. 

 
 

En grado de consulta, correspondió conocer del trámite constitucional, al Juez Quinto Penal del Circuito de Palmira 

Valle, quien avocó el conocimiento de las diligencias mediante auto de sustanciación N° 622 del 18 de septiembre 

de 2019. Se observa que, en esa misma calenda, la abogada Carolina Ortíz Hernández presenta solicitud de nulidad 

del auto interlocutorio N° 739 del 04 de septiembre de 2019, al manifestar que debía revocarse la sanción, en tanto 

ya se había cumplido con la orden emitida en el fallo, pues se realizaron las autorizaciones pertinentes para el 

procedimiento de “Gastrectomía Vertical” de la señora Leydi Viviana Loaiza. 

 
El 23 de septiembre de 2019, el Juzgado 5° Penal del Circuito de Palmira, Valle del Cauca, profirió auto interlocutorio 

N° 118, a través del cual resolvió revocar la sanción impuesta a Claudia Ximena Perea, funcionaria de Coomeva 

E.P.S. y, confirmar parcialmente el auto interlocutorio N° 739 del 04 de septiembre de 2019, mediante el cual se 

sancionó a Carlos Edmundo Fajardo Pabón Gerente General de EMSSANAR E.P.S., y su superior jerárquico José 
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Eriberto Palacios Landeta, “actual representante legal de EMSSANAR E.P.S., para cada uno de ellos con dos (02) 

días de arresto y multa de dos (02) salarios mínimos mensuales legales vigentes, al desacatar la acción de tutela 

N° 258 del 19 de diciembre de 2018.” 

 
El 06 de diciembre de 2019, se libró orden de arresto por parte del Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, contra 

Claudia Ximena Perea y Carlos Edmundo Fajardo Pabón, en atención a lo resuelto por en grado de consulta por el 

Juez Quinto Penal del Circuito de Palmira. 

 
A través de auto interlocutorio N° 906 del 18 de diciembre de 2019, el Juez Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle 

del Cauca, resolvió acerca de la solicitud de inaplicación de sanción y multa impetrada por la parte accionada, 

disponiendo lo siguiente: 

 
“PRIMERO: DECLARAR EL CUMPLIMIENTO al fallo de tutela N° 258 del 19 de diciembre de 2018, por 

parte de la entidad EMSSANAR, dentro del incidente de desacato promovido por la señora Leydi Viviana 

Gómez Loaiza por lo expuesto en este proveído. 

 
SEGUNDO: REVOCAR la sanción impuesta a la Dra. CLAUDIA XIMENA PEREA y CARLOS EDMUNDO 

FAJARDO PABÓN como representante legal de esa entidad “EMSSANAR”. 

 
TERCERO: LIBRAR cancelación de la orden de arresto del 06 de diciembre de 2019; en consecuencia, se 

ordena la libertad inmediata a la Dra. CLAUDIA XIMENA PEREA y CARLOS EDMUNDO FAJARDO 

PABÓN 

 
CUARTO: Igualmente, solicitar al Comandante de Policía de Cali, Valle, que cuando se capture a una 

persona por orden de arresto, deberá informarlo de manera inmediata al Juzgado. 

 
QUINTO: Dar por terminado el presente incidente de desacato de tutela.” 

 
 

Ante el panorama anterior, queda claro que, si bien, en primera medida se determinó por parte del Juez encartado, 

que era procedente librar orden de arresto contra el representante legal de EMSSANAR S.A.S., no es menos cierto 

que tal decisión fue proferida de conformidad a lo evaluado de las piezas procesales que obraban en el expediente, 

las cuales devenían en favor de la accionante, toda vez que, como quedó expreso; la entidad accionada no respondió 

al requerimiento hecho por parte del conocimiento al inicio del trámite de desacato, con lo que el despacho tuvo dar 

por ciertas las afirmaciones realizadas por la actora. 

 
Respecto de dicha situación, que daba cuenta hasta ese momento, del incumplimiento del fallo de tutela por 

EMSSANAR S.A.S.; lo lógico era que, el Juez Constitucional respondiera frente al amparo de los derechos 

fundamentales de la señora Leydi Viviana Gómez Loaiza, sancionando a la accionada de conformidad a lo dispuesto 

en la Ley 2591 de 1991, tal y como procedió a hacerlo, lo que, en segunda medida, permite observar una actuación 

dictaminada bajo el amparo de los principios de autonomía e independencia judicial según lo preceptuado en el 

artículo 5 de la Ley 270 de 1996: 
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“ARTICULO 5º. AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La Rama Judicial es 

independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de administrar justicia. 

 
 

Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, exigir, determinar o 

aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones o criterios que deba adoptar en sus 

providencias.” 

 
En este orden de ideas, sólo son susceptibles de acción disciplinaria las providencias judiciales donde el funcionario 

actúa en contra del ordenamiento jurídico o se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente o cuando con 

su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados, o 

cuando, para fundamentar su decisión, desfigura ostensiblemente los principios de la sana crítica, orientadores de 

la valoración probatoria, supone indebidamente pruebas inexistentes en el expediente o desconoce groseramente 

las que obran en el plenario; situaciones en las cuales, a consideración de esta Sala no se enmarcan en el actuar 

del Juez en cuestión, pues nótese cómo el funcionario judicial, procedió a realizar todo el trámite constitucional de 

conformidad al principio al debido proceso, motivando la decisión que dispuso sancionar al representante legal y, al 

presidente de la entidad accionada, sin que esto refleje que dicha decisión fuera caprichosa o arbitraria. 

 
Bajo esta medida, queda entonces analizar si incurrió el Juez en conducta irregular al evidenciar que la orden 

proferida en el fallo de tutela ya había sido cumplida por parte de la EPS; por lo que debe decirse con certeza que, 

la respuesta es negativa frente a dicho planteamiento. 

 
A saber, se itera que, el 18 de septiembre de 2019, la abogada Carolina Ortíz Hernández impetró solicitud de nulidad 

del auto interlocutorio N° 739 que ordenó sancionar con arresto y multa, tanto al representante legal de la entidad 

por ella representada judicialmente, como al presidente de la misma corporación; esto, mientras el expediente estaba 

en grado de consulta en el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Palmira, por lo que una vez fue allegado 

nuevamente ante el Juez de la causa, este determinó que, en efecto, ya se había dado cumplimiento a la orden 

impartida a través de sentencia de tutela del 19 de diciembre de 2018 y, por lo tanto, se materializó el amparo de 

los derechos fundamentales a la salud y prestación oportuna del servicio de la señora Leydi Viviana Gómez Loaiza, 

siendo procedente cancelar la orden de arresto emitida previamente el 06 de diciembre de 2019. 

 
Mírese cómo, si bien, el día 10 de diciembre de 2019 la Secretaria del Juzgado Promiscuo Municipal de El Cerrito, 

deja constancia de que, el expediente, a esa fecha aun se encontraba en el Superior Jerárquico; lo cual a todas 

luces es ilógico, teniendo en cuenta que la orden de arresto fue emitida el 06 de diciembre de 2019; es decir, que 

para que se procediera de dicha manera el Juez debía tener arribado el trámite constitucional en su despacho, 

atendiendo a las disposiciones surtidas en el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Palmira. Finalmente, mediante 

auto interlocutorio N° 906 del 18 de diciembre de 2019, el Juez constitucional dispuso declarar cumplido el objeto 

del fallo de tutela del 19 de diciembre de 2018 y, con ello, revocar la sanción impuesta a EMSSANAR S.A.S. 

 
Es menester precisar que, no fue sino mediante constancia secretarial emitida el mismo 18 de diciembre de 2019, 

que la Secretaria informó al Juez aquí disciplinado de la existencia de la solicitud de revocatoria de la sanción, 
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formulada por la abogada de la entidad accionada; con lo que el funcionario judicial, procedió en esa misma calenda 

a despachar favorablemente la petición, en los términos expuestos anteriormente. 

 
Por consiguiente, a consideración de esta Sala, resulta entonces que la omisión denunciada tiene que ver con 

informes secretariales a despacho; tarea que corresponde a la secretaría judicial y no al juez a cargo de dictaminar 

la decisión de fondo, función jurisdiccional que sí fue cumplida por parte del operador judicial, al punto de dar la 

orden de revocar la sanción impuesta contra la entidad accionada, en la misma fecha que recibió el informe por 

parte de la secretaria del despacho, razón más que suficiente para colegir que el funcionario encartado no ha 

cometido ninguna irregularidad ni ha incumplido ningún deber propio de sus funciones como Juez Promiscuo 

Municipal de El Cerrito, Valle del Cauca, en la medida en que las labores de recibo de memoriales y paso a despacho 

de los mismos, no son parte de sus funciones jurisdiccionales. 

 
Al respecto, nuestra superioridad ha establecido: 

 
 

“(…) El derecho disciplinario no es ajeno a las causales objetivas por medio de las cuales el respectivo 

funcionario no puede continuar con el trámite de la acción disciplinaria, como quiera que al igual que en el 

derecho penal, para el derecho disciplinario la responsabilidad es personal e individual, 

entendiéndose esta situación como un hecho generador de total imposibilidad de proseguir con la 

acción disciplinaria” (Radicado No. 050011102000201000371 01 (9368-19)” Subrayas y negrilla fuera del 

texto. 

 
Lo que se acompasa con lo también dicho por nuestra Superioridad, dentro del proceso disciplinario radicado No. 

110010102000201003651 00/1839F, Magistrado Ponente: Dr. JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, en el cual se 

señaló: 

 
“Por otra parte, atendiendo, de un lado, a que la responsabilidad disciplinaria es personal, lo cual exige 

que la conducta reprochable se analice respecto del servidor judicial que tiene bajo su 

responsabilidad un determinado asunto” (Negrita y cursiva de la sala). 

 
 
 

En ese sentido resulta evidente la ausencia de responsabilidad del funcionario implicado en los hechos puestos en 

conocimiento por parte de la Corte Constitucional, procediendo en este caso ordenar la terminación del proceso 

disciplinario de conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la Ley 734 de 2002, norma que señala: 

 
“Artículo 73. Terminación del proceso disciplinario. En cualquier etapa de la actuación disciplinaria 

en que aparezca plenamente demostrado que el hecho atribuido no existió, que la conducta no 

está prevista en la ley como falta disciplinaria, que el investigado no la cometió, que existe una 

causal de exclusión de responsabilidad, o que la actuación no podía iniciarse o proseguirse, el 

funcionario del conocimiento, mediante decisión motivada, así lo declarará y ordenará el archivo 

definitivo de las diligencias.” (Negrita subraya y cursiva de la Sala).” 
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3. OTRAS CONSIDERACIONES. 

 

De otro lado, esta Sala no puede perder de vista el hecho desplegado por la Secretaria del Juzgado 

Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle del Cauca, Dra. Leydi Johanna Restrepo Mayorga; según la 

cual, aparentemente se advierte una omisión de la empleada en dar trámite a despacho, del memorial 

presentado por la abogada Carolina Ortíz Hernández, donde solicitaba la revocatoria de la sanción 

impuesta contra sus representados, teniendo en cuenta que advertía del cumplimiento del fallo de tutela 

del 18 de diciembre de 2019; pues nótese cómo no es sino hasta el 18 de diciembre de 2019 que la 

secretaria pone en conocimiento del Juez de la causa, dicho memorial que fue recibido desde el 18 de 

noviembre de esa anualidad en dicho despacho (Fl. 95 c.a) y solo se pasó al conocimiento del Juez de 

tutela, después de un mes de su recibo; por lo tanto, se dispondrá la compulsa de copias ante el Juez 

Promiscuo Municipal de El Cerrito, Valle del Cauca, a fin de que se investigue disciplinariamente su 

conducta dentro del trámite bajo radicación 2018-00671. 

 
En mérito de lo expuesto, la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, en uso de sus 

atribuciones constitucionales y legales, 

 
 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO. - DECRETAR LA TERMINACIÓN DEL PROCESO adelantado contra el doctor JAIRO 

ANTONIO MUÑOZ URCUQUI, en su condición de JUEZ PROMISCUO MUNICIPAL DE EL CERRITO, 

VALLE DEL CAUCA, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO. - NOTIFICAR de esta decisión a los sujetos procesales y comunicarla a la quejosa. 

TERCERO. - INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN. 

CUARTO. - Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

(Firma electrónica) 

GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

Magistrado 
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(Firma electrónica) 

LUIS ROLANDO MOLANO FRANCO 

Magistrado 

 
 
 

 
GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del dos mil veintitrés (2023) 

Proyecto registrado el 31 de agosto del 2023 

Sala Dual de Decisión No. 3 

Aprobada por Acta No.  ____ 

Auto interlocutorio No. 304 

Rad.  76001 25 02 000 2022 00159 00 

Quejoso: Jairo Alonso Londoño y otros  

Disciplinada: Mélida Tapasco Ramírez  

Cargo: Fiscal 52 Seccional del Valle 

Decisión:       Archivo Art. 208 

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito de la presente queja disciplinaria a fin de establecer si 

se decreta apertura de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala se abstiene y 

declara la terminación anticipada. 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

Genesis de la presente indagación previa deviene de la remisión que por competencia realizó 

la Oficina de Control de la Fiscalía General de la Nación, del escrito de queja presentado por 

el señor Jairo Alonso Londoño Tascón y otros, contra la Fiscal 52 Seccional del Valle, doctora 

Mélida Tascón quien estaba a cargo de las investigaciones bajo radicados Nos. 

761116000247201700354 y 761116000247201700355 por los delitos de fraude a resolución 

judicial, y aparentemente no había realizado ninguna actuación contra la autoridad municipal 

de Calima Darién-denunciado-.  

 

Conforme lo anterior, se profirió auto de indagación previa No. 68 del 7 de marzo del 2022 

contra el Fiscal 52 Seccional del Valle del Cauca (Arch. 007), recibiéndose correo del 13 de 

marzo del 2023, a través del cual rindió versión libre sobre los hechos denunciados y aportó 

pruebas (Arch. 17). 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia 
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Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional Disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 

 

2. Análisis del caso concreto  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código Disciplinario 

Único, esto es, la Ley 734 del 2002, no obstante, y atendiendo a que partir del 29 de marzo 

del presente año entró en vigencia la Ley 1952 del 2019, por medio de la cual se expide el 

código General Disciplinario y, por tanto, se deroga la ley 734 de 2002 y algunas disposiciones 

de la ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho disciplinario, esta etapa debe culminarse 

de conformidad con lo señalado en el artículo 208 de la mencionada Ley, mediante 

providencia que disponga el archivo de la investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  

 

Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 

eficiencia[1]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 

disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996 
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Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

 

Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

2.1 Solución al caso que nos ocupa 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la noticia disciplinaria refiere que la titular del despacho 52 

Seccional del Valle pudo haber incurrido en irregularidades al interior del trámite de los 

procesos penales bajo radicado No. 761116000247201700354, 761116000247201700355 y 

761116000247201700357 pues a su parecer la funcionaria no había cumplido con sus 

deberes al actuar de manera dilatoria en los mismos. No obstante, se debe poner de presente 

que el legislador facultó a las Salas de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial con la 

función de verificar el incumplimiento injustificado de deberes, prohibiciones, incursión en 

inhabilidades, incompatibilidades o conflictos de competencia y proferir las sanciones a que 

haya lugar, más no se concedió la facultad para ejercer una vigilancia de los procesos que se 

tramiten en otras sedes judiciales, ni mucho menos incidir en las mismas.  

 

Advertido lo anterior, debe señalarse que al proceso se allegó escrito de versión libre por la 

Fiscal investigada (Arch.17), en el que señala que desde el año 2021 no esta a cargo de las 

investigaciones sino que las remitió a la Fiscalía 4 Seccional de Buga en cumplimiento de la 

resolución No. 161 del 2018, de manera concreta manifestó lo siguiente:  

 

“(…) Es de aclarar que estas investigaciones se encuentran asignadas a la Fiscalía 

Cuarta Seccional de Buga, Valle, toda vez que dentro de las distintas 

restructuraciones que se han presentado al interior del Circuito Judicial de Buga, en 

cabeza del Dr. EDUAR ALIRIO CALDERON MUÑOZ, mediante oficio No. 20590-308 

del cuatro (4) de marzo del año 2019, dispuso enterar a la suscrita de la modificación 

del grupo de averiguación de responsables Buga e investigación y judicialización 
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Buga. En dicho comunicado se me ordeno iniciar a partir del 11 de marzo del 2019, 

funciones en el grupo de averiguación de responsables Buga. Dicho oficio daba 

cumplimiento a la Resolución 161 de 2018, en el cual se creaba el precitado GRUPO 

con la tarea específica de: "individualizará a los presuntos responsables de casos 

tanto de competencia de juez de circuito como de municipal, de los casos no 

querellables sin indiciado conocido, excepto los que corresponden a las conductas 

punibles de hurto y estafa. Le manifiesto que bajo Resolución No. 086 del 26 de 

febrero del 2021, se me ordeno entregar la carga laboral que venía conociendo a la 

Fiscalía 4 Seccional de Buga V, asignándome a la Unidad de Hurtos y Estafas. (…)” 

 

A su vez, manifiesta como actuaciones realizadas dentro de las investigaciones penales 

durante el tiempo que tuvo a cargo las mismas, las siguientes (fl. 217-220 Arch.17): 

 

Rad. 2017-00354  

 

“(….)  Oficio No. 0006686 del 27 de junio 2017, emanado de la Asesora Jurídica del 

municipio de Calima EI Darién, con destino a la Fiscalía 11 Seccional de Buga, Valle, 

en respuesta a Oficios DS-27-26-F11S-2405 del 2 de junio 2017, Oficio DS-27- 26-

F11S-2406 y DS-27-26-F11-2481 del 2 de junio 2017, CERTIFICANDO que al 

ciudadano JAIRO ALONSO LONDONO, se le cancelo la suma de $42.351.577.73, 

por concepto de dicha sentencia judicial; en tanto a los ciudadanos JESUS 

EDUARDO GARZON OCAMPO y HUMBERTO DE JESUS ISAZA RAIGOZA, se 

encuentran en espera de pago, ya que las cuentas del municipio fueron embargadas. 

(Folios 70 al 73). 

 

Citación a JAIRO ALONSO LONDOÑO (FOLIO 74) 

 

Diligencia de declaración jurada de JAIRO ALONSO LONDOÑO (Folios 75 y 76) 

Oficio No. DS-27-21-F11S-3669 del 29 de agosto 2017, de la Fiscalía 11 Seccional 

de Buga, con destino al Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión 

solicitando copia de la Sentencia No. 061 del 24 de agosto de 2012. (Folios 77)  

 

Oficio No. DS-27-21-F11S-3670 del 29 de agosto 2017, de la Fiscalía 11 Seccional 

de Buga, con destino a la ALCALDIA MUNICIPAL DE DARIEN. solicitando 

información si se ha dado cumplimiento a la sentencia No. 061 del 24 de agosto de 

2012 del Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión indicando fecha de 

pago.  

 

(…) Oficio No. 0010396 del 01/10/2017, emanado de la Asesora Jurídica del 

municipio de Calima El Darién, con destino a la Fiscalía _11 Seccional de Buga, 

Valle, CERTIFICANDO nuevamente que al ciudadano JAIRO ALONSO LONDOÑO, 

se le cancelo la suma de $42.351.577.73, por concepto de sentencias judiciales del 

año 2017; en tanto a los ciudadanos JESUS EDUARDO GARZON OCAMPO y 
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HUMBERTO DE JESUS ISAZA RAIGOZA, se encuentran en espera de pago, ya que 

las cuentas del municipio fueron embargadas. Se adiuntan soportes (Folios 127 al 

130). 

 

Orden a policía judicial No.3148016 del 09/04/2018, por medio de la cual la FISCALIA 

11 SECCIONAL, ordena al CTI la plena identificación, individualización y arraigo 

socioeconómico de HECTOR FABIO ZAPATA ARIAS, Alcalde de Calima El Darién, 

Valle. (Folios 131 y 132) ORDEN DE REMISION de fecha 05/06/2018, donde la 

FISCALIA 11 SECCIONAL BUGA, remite las diligencias a la Fiscalía 26 Local de 

Buga, Valle, en cumplimiento a lo ordenado en la Resolución 20590-161 del 24 de 

mayo 2018. (folio 133) 

 

Informe investigador de campo de fecha 15/11/2018, suscrito por ALEXANDER 

OPARIN, investigador CTI, donde logra la plena identificación, individualización y 

arraigo socioeconómico de HECTOR FABIO ZAPATA ARIAS, Alcalde de Calima El 

Darién (folios 134 al 155). 

 

Fotocopia de petición de fecha 24/02/2020, suscrita por JESUS EDUARDO 

GARZON OCAMPO, JAIRO ALONSO LONDOÑO TASCON Y HUMBERTO DE 

JESUS ISAZA, en cuyo contenido literalmente solicitan actuaciones y resultados, 

antes de acudir a otras entidades o autoridades judiciales o administrativas. (Folios 

157 y 157) 

 

Ahora, bien una vez realizado el recuento de las actividades investigativas 

desarrolladas en esta carpeta, en la cual nunca se contó con la respectiva 

certificación del Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión Circuito 

Administrativo de Buga, Valle - que validara el contenido de las Fotocopias de la 

Sentencia No. 061 del 24 de agosto de 2012, y a la vez se allego en dos 

oportunidades oficio de la oficina de Asesoría Jurídica del Municipio de Calima el 

Darién, Valle, donde certifico el pago efectivo de los dineros correspondientes a 

JAIRO ALONSO LONDOÑO, cosa que este desmintió en diligencia de declaración 

jurada, a fin de obtener infracción documental de primera mano que nos permitiera 

establecer si efectivamente nos encontrábamos ante el desarrollo de una conducta 

sancionada por nuestro Estatuto penal, para el año 2020, como titular de la Fiscalía 

52 Seccional de Buga, ordene mediante una ORDEN A POLICIA JUDICIAL, de fecha 

04/03/2020, con la siguiente labor: 

 

INSPECCION JUDICIAL: Sírvase trasladar hasta la oficina de la Alcaldía Municipal 

de Calima, El Darién, Valle, y lleve a cabo diligencia de inspección judicial en la 

Secretaria o Sección que corresponda, a fin de verificar el tramite documental 

gestionado a lo resuelto en la sentencia de segunda instancia del 27 de abril de 2015, 

proferida por el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL VALLE 

DELCAUCA, dentro del proceso 76-001-23-31-000-2005-05529-02, donde aparece 
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como demandante JAIRO ALONSO LONDOÑO TASCON y como demandado 

MUNICIPIO CALIMA EL DARIEN, VALLE, donde se condenó al pago de perjuicios 

morales. 

 

De los trámites iniciados o realizados al respecto se tomaran las respectivas copias, 

entrevistando al funcionario que a la fecha se encuentre delegado para tal efecto. 

 

Esta orden a policía judicial le fue asignada al Dr. ALEXANDER OPARIN QUIÑONES 

RAMOS, identificado con la CC. 10180363, investigador del Cuerpo Técnico de 

Investigaciones de Buga, Valle, con un término para su cumplimiento de 90 días, 

siguiendo las instrucciones recibidas de nuestras directivas correspondientes a 

términos prudentes ante la inmensa congestión judicial. 

 

Por otro lado esta Delegada, dentro del término de Ley, dio respuesta a los señores 

JESUS EDUARDO GARZON OCAMPO, JAIRO ALONSO LONDOÑO TASCON y 

HUMBERTO DE JESUS ISAZA, de su petición de fecha 24/02/2020, con relación a 

los CUI 7611160002472017354, 355 y 356, siendo muy claros, transparente y 

concretos que para enrostrar responsabilidad penal, se debe de arrimar al legajo 

EMP que nos permitan demostrar la materialización de la conducta denunciada, 

ilustrándoles además que en este tipo penal en concreto del FRAUDE A 

RESOLUCION JUDICIAL, sancionado en el artículo 454 del CP, era nuestro deber 

como ente acusador, establecer dentro de una clasificación punitiva los tipos de mera 

conducta, de lesión, de conducta instantánea y mono ofensivos que se puedan 

presentar. 

 

Inclusive con la finalidad de darles claridad sobre la conducta denunciada se les 

ilustro que sí en esta conducta se concreta con abstenerse o separarse del 

cumplimiento de una obligación que tiene su fuente en una decisión judicial, en ella 

se excluye la presencia de elementos descriptivos, por cuanto son expresamente 

irrelevantes los medios utilizados por el agente para ejecutar la acción; y se les ilustró 

que ese hacer o no hacer era precisamente lo que se esperaba de los resultados a 

la orden a policía judicial ya precitada. (folio 161) Resulta que como ya lo manifesté 

en este escrito que en dos oportunidades se recibió oficio de la oficina de Asesoría 

Jurídica del Municipio de Calima el Darién, Valle, que es una Entidad oficial, donde 

los documentos que emiten son públicos y tienen plena credibilidad, en cuanto a lo 

que jurídicamente se refiere, en estos documentos certifico el pago efectivo de los 

dineros correspondientes a JAIRO ALONSO LONDOÑO, cosa que este desmintió 

en diligencia de declaración jurada, a fin de obtener infracción documenta de primera 

mano que nos permitiera establecer si efectivamente nos encontrábamos ante el 

desarrollo de una conducta sancionada por nuestro Estatuto penal, después de 

obtener la declaración jurada del señor JAIRO ALONSO LONDONO, es que se 

emitió por parte de esta Funcionaria la ORDEN A POLICIA JUDICIAL, de fecha 

04/03/2020, con la siguiente labor: 
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La Inspección Judicial con el objetivo de verificar dicha información y tomar las 

medidas jurídicas pertinentes, con el fin de imputar cargos, además si la Alcaldía 

había expedido un documento falso, iniciar las acciones penales pertinentes y 

compulsar copias a los organismos competentes. 

 

Dentro de las dificultades del día a día en nuestra institución, y al parecer entre las 

disposiciones administrativas e internas del CTI y como es frecuente la rotación de 

los investigadores asignados, nos vimos en la obligación de dos días después, ello 

es el 06/03/2020, librar una nueva ORDEN A POLICIA JUDICIAL (No. 5302518), 

reiterando la orden de INSPECCION JUDICIAL. (folio 162y 163). (…)”  

 

Rad. 2017-00355 

 

“(….)  Orden a policía judicial No. 3135075 del 04/04/2018, por medio de la cual la 

FISCALIA 11 SECCIONAL, ordena al CTI la plena identificación, individualización y 

arraigo socioeconómico de HECTOR FABIO ZAPATA ARIAS, Alcalde de Calima El 

Darién, Valle. (Folios 11 y 12) 

 

ORDEN DE REMISION de fecha 05/06/2018, donde la FISCALIA 11 SECCIONAL 

BUGA, remite las diligencias a la Fiscalía 26 Local de Buga, Valle, en cumplimiento 

a lo ordenado en la Resolución 20590-161 del 24 de mayo 2018. (folio 13) 

 

Informe investigador de campo de fecha 15/11/2018, suscrito por ALEXANDER 

OPARIN, investigador CTI, donde logra la plena identificación, individualización y 

arraigo socioeconómico de HECTOR FABIO ZAPATA ARIAS, Alcalde de Calima El 

Darién (folios 13 al 29). 

 

Constancia de fecha 23/07/2019, que firma la suscrita en la cual certifico que me 

comunique con el señor HUMBERTO DE JESUS ISAZA RAIGOZA, al celular 318-

846456, y donde este refirió su deseo de constatar con el Juzgado Laboral si se 

había presentado alguna consignación para informarlo a esta titular. (folio30) 

 

Informe investigador de campo de fecha 17/04/2019 identificación de HECTOR 

FABIO ZAPATA ARIAS (FOLIOS 31 AL 35)  

 

Fotocopia de petición de fecha 24/02/2020, suscrita por JESUS EDUARDO 

GARZON OCAMPO, JAIRO ALONSO LONDOÑO TASCON Y HUMBERTO DE 

JESUS ISAZA, en cuyo contenido literalmente solicitan actuaciones y resultados, 

antes de acudir a otras entidades o autoridades judiciales o administrativas. (Folios 

36 y 37). 

 

ORDEN A POLICIA JUDICIAL No. 5302347, de fecha 06/03/2020, labor: 
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INSPECCION JUDICIAL: Sírvase trasladar hasta la oficina de la Alcaldía Municipal 

de Calima, El Darién, Valle, y lleve a cabo diligencia de inspección judicial en la 

Secretaria o Sección que corresponda, a finde verificar el tramite documental 

gestionado a lo resuelto en la sentencia 175 del 3 de diciembre de 2010, proferida 

por el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO BUGA, dentro del proceso 

donde aparece como demandante HUMBERTO DE JESUS ISAZA RAIGOZA y como 

demandado MUNICIPIO CALIMA EL DARIEN, VALLE, donde se condenó al pago 

de perjuicios morales. 

 

De los trámites iniciados o realizados al respecto se tomaran las respectivas copias, 

entrevistando al funcionario que a la fecha se encuentre delegado para tal efecto. 

 

Esta orden a policía judicial le fue asignada a KATHERINE GIRALDO, identificado 

con la CC. 1130649333, investigador del Cuerpo Técnico de Investigaciones de 

Buga, Valle, con un término para su cumplimiento de 90 días, siguiendo las 

instrucciones recibidas de nuestras directivas correspondientes a términos prudentes 

ante la inmensa congestión judicial. (…)” 

 

Con fundamento en lo anterior, manifestó la investigada que:  

 

“(…) Tal como arriba se indicó, con fecha, 26 de febrero del año 2021, mediante 

resolución No. 086, la suscrita Fiscal, fue destacada a la unidad de HURTOS Y 

ESTAFAS, perdiendo el conocimiento de la presente actuación, la cual a la fecha no 

ha logrado que se materialice la orden a policía judicial que en su momento se libró. 

Los CUI 761116000247201700354Y 761116000247201700355, se encuentran a la 

fecha asignados a la Fiscalía Cuarta Seccional de Buga, Valle. No siendo otro el 

motivo de la presente diligencia se termina y firma por los que en ella intervinieron, 

dejando previa constancia que se remitirán todas las actuaciones relacionadas en 

esta diligencia y que hacen parte de los CUI 761116000247201700354Y 

761116000247201700355, que serán enviadas en formato PDF al correo 

ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co. (…)” 

 

Significa lo anterior, que la Fiscal durante el tiempo que tuvo las investigaciones adelantó las 

actuaciones pertinentes en aras de individualizar al autor de la conducta e incluso a los 

denunciantes o interesados en los procesos, habiendo librado varias órdenes a policía judicial 

durante los años 2018, 2019 y 2020 hasta que a inicios del año 2021 por disposiciones de 

redistribución remitió los procesos a otro despacho fiscal. De lo cual se colige entonces que,  

cuando se radicó la queja disciplinaria en octubre del 2021 el proceso no se encontraba a 

cargo de dicha funcionaria, sino que había sido remitido a otro despacho fiscal en 

cumplimiento de la Resolución No. 086 del 26 de febrero del 2021, procesos que se 

encuentran en el Despacho Fiscal 4° Seccional de Buga donde según constancias que se 

aportaron se han adelantado algunas labores de investigación con ordenes a policía judicial y 

se encuentran en etapa de indagación (Arhc.21). 
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Dilucidado lo anterior, conviene reproducir lo establecido por la Ley 1952 del 2019 en sus 

artículos 9° y 242: 

 

“(…) ARTÍCULO 9o. ILICITUD SUSTANCIAL.  La conducta del disciplinable será 

ilícita cuando afecte sustancialmente el deber funcional sin justificación alguna.  

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a 

acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes 

y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades 

y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las 

contempladas en este código. (…)” 

 

De cara a lo anterior, considera entonces esta Sala Unitaria que no puede endilgarse el 

desconocimiento de deberes a la doctora Mélida Tapasco Ramírez en su condición de Fiscal 

52 Seccional del Valle y por ende, los hechos resultan carentes de relevancia y trascendencia 

al no advertir ninguna conducta susceptible de reproche disciplinario, pues se itera, que la 

disciplinada desde que recibió las carpetas 2017-00355 y 2017-00354 a finales del año 2018, 

procedió a cumplir con las labores de investigación pertinentes en la etapa de indagación que 

culminaron con la remisión de los expedientes al Despacho Seccional 04 de Buga en el año 

2021 por órdenes de Reestructuración, por lo que en ese sentido no existe mérito para 

continuar con una investigación disciplinaria y la consecuente realización de reproche en su 

contra. Debiéndose aclarar que esta Sala no tiene la competencia para ordenar a los 

funcionarios judiciales tramitar las investigaciones a su cargo en determinada manera; pues 

los procesos deben irse evacuando de conformidad al orden de llegada al despacho o 

dependiendo de alguna circunstancia particular por la cual deba dársele prioridad a 

determinada investigación, reiterándose igualmente que, la queja disciplinaria no es el 

mecanismo adecuado para exigir la premura o prevalencia en la gestión de las 

investigaciones, ni mucho menos para realizar exigencias probatorias al fiscal del caso, por 

ejemplo, la imputación de cargos entre otras labores que son propias del resultado 

investigativo realizado por estos al interior de cada proceso. 

 

De cara a los presupuestos previamente anunciados, es dable señalar que lo denunciado en 

la queja elevada respecto de la doctora Mélida Tapasco Ramírez en su condición de Fiscal 

52 Seccional del Valle, no emerge una conducta constitutiva de falta disciplinaria de 

conformidad con el artículo 242 de la Ley 1952 del 2019, al evidenciarse la diligencia y gestión 

realizada por la Fiscal durante el tiempo que tuvo a su cargo las investigaciones penales 

(2021), fecha a partir de la cual los remitió por reestructuración a la Fiscalía 4 Seccional de 

Buga.  

 

En consecuencia, no le queda más a esta Corporación que disponer el archivo del presente 

proceso disciplinario de conformidad con lo establecido en el artículo 208 parágrafo único de 

la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 2094 de 2021, art. 34, norma que señala: 
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“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA INDAGACIÓN 

PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 2021. El nuevo texto 

es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o individualización del posible 

autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación previa. 

La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el archivo 

definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de investigaciones por 

violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional Humanitario, el término 

de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) meses. 

Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 

medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 

probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir la 

decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 

individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 

disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 

material. (…)” 

 Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2022-00159-00. 

 

3. Otras consideraciones 

 

No puede pasar por alto esta Sala que, pese a que se determinó en esta providencia la 

inexistencia de un actuar negligente por parte de la Fiscal 52 Seccional del Valle al interior de los 

procesos 2017-00354, 2017-000355, por el término del periodo que esta los tuvo a su cargo hasta 

inicios del año 2021, atendiendo a que la queja se radicó en octubre del 2021 cuando los mismos 

ya estaban en el despacho 04 de Buga, se procederá a compulsar copias contra la titular de dicho 

despacho, con destino a esta misma sala para que se determine la procedencia o no de iniciar 

investigación disciplinaria en su contra por sus actuaciones al interior de los mismos con relación 

a la supuesta dilación denunciada por los señores Jairo Alonso Londoño,  Carlos Hernán Ordoñez 

y otros.  

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECRETAR LA TERMINACIÓN DEL PROCESO CONFORME A LAS VOCES 

DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 2021 

artículo 34, adelantado contra la doctora MÉLIDA TAPASCO RAMÍREZ en su condición de 
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FISCAL 52 SECCIONAL DEL VALLE, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN, en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 

 

CUARTO. COMPULSAR COPIAS con destino a esta misma Seccional de Disciplina Judicial 

contra él o la titular del Despacho Fiscal 4 Seccional de Buga, tal y como se indicó en el 

acápite de otras consideraciones de este proveído. 

QUINTO:  Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

Magistrado 

 

 

 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 

 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de agosto del dos mil veintitrés (2023) 

Proyecto registrado el 31 de agosto del 2023 

Auto interlocutorio No.305 

Aprobada por Acta No.  

Sala Unitaria de Decisión No. 2 

Rad. 76001 25 02 000 2022 00440 00 

Compulsa: Juzgado 14 Penal del Circuito de Cali    

Disciplinada: Adelaine Aragón Palma  

Cargo: Fiscal 172 Seccional de Seguridad Publica de Cali 

Decisión:        Archivo Art. 208 

M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta Sala a evaluar el mérito de la presente indagación previa adelantada contra la 

Fiscal 172 Seccional de Seguridad Pública de Cali, a fin de establecer si se decreta apertura 

de investigación disciplinaria o si por el contrario la Sala se abstiene y declara la terminación 

anticipada. 

 

ACONTECER FÁCTICO 

 

El titular del Juzgado 14 Penal del Circuito de Cali, en acta de audiencia celebrada el 10 de 

marzo del 2022 al interior del proceso bajo radicado No. 76001-6000-199-2017-00015-00 

ordenó compulsar copias con destino a esa Sala, para que se investigara la posible existencia 

de responsabilidad que pudiera recaer sobre los funcionarios de la Fiscalía que tuvieron a 

cargo la investigación penal y permitieron que se configurara la prescripción de la acción penal 

y por tanto, la preclusión de la investigación (Arch. 006) 

 

Así las cosas, se evidenció según el acta de la audiencia que la Fiscalía a cargo de la 

investigación, era la 172 Seccional de seguridad pública; razón por la cual, se profirió auto de 

indagación previa No. 207 del 25 de julio del 2022 contra él o la Fiscal 172 Seccional de 

Seguridad Pública de Cali (Arch. 008), habiéndose recibido escrito de versión libre de la 

doctora Adelaine como Fiscal 172 para la época de los hechos (Arch. 015) y a su vez, copia 

íntegra del proceso penal tramitado ante el Juzgado 14 penal del Circuito de Cali. 
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CONSIDERACIONES 

1.  Competencia 

 

Esta Sala es competente para adelantar investigaciones disciplinarias derivadas de la 

actividad judicial, en contra de los servidores de la justicia, vale decir, jueces y fiscales, al 

tenor de lo previsto en el artículo 256-3 de la Carta Política, los artículos 111 y 114-2 de la Ley 

270 de 1996, artículo 240 de la Ley 1952 del 2019 y en virtud del acto legislativo 02 del 2015 

que dispuso la creación de la Comisión de Disciplina Judicial, a cuyo cargo quedaría la 

competencia para seguir conociendo de los procesos contra funcionarios conforme a la 

normatividad disciplinaria vigente, fue así como a partir de enero 13 de 2021, instalada la 

Comisión de Disciplina Judicial, la sala Jurisdiccional disciplinaria y sus seccionales 

desaparecieron, para dar paso al nuevo organismo Jurisdiccional, por tanto le corresponde en 

este momento a la Comisión de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, conocer el presente 

proceso. 

 

2. De la normatividad aplicable al asunto  

 

La presente actuación se ha venido surtiendo bajo los parámetros del Código General 

Disciplinario y por ello, esta etapa debe culminarse de conformidad con lo señalado en el 

artículo 208 de la mencionada Ley, mediante providencia que disponga el archivo de la 

investigación. 

 

Esta Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del 

Estado, se reduce en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores 

derivada de la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida 

por la atribución de una función jurisdiccional.  

 

Así las cosas, según la anterior precisión conceptual, de la misma se pretende que el 

cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del 

servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de “moralidad, eficacia y 

eficiencia[1]” que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho 

disciplinario, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, 

incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del 

Estado.   

 

En ese orden, se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al 

servidor judicial, no es necesariamente el conocimiento y voluntad de éste para lesionar 

intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento 

parcial o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el 

desarrollo de la tarea de administrar justicia. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996 
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Así, resulta necesario indicar que en un régimen sancionatorio, la imposición de la sanción 

debe estar revestida de la determinación cierta y concreta acerca de la responsabilidad frente 

al comportamiento disciplinario -aspecto objetivo-desarrollado a título de dolo o culpa por parte 

del funcionario -aspecto subjetivo- por cuanto bajo el presupuesto previsto en el artículo 10 

de la Ley 1952 del 2019, “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por 

conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo 

o culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.”, de allí que no es suficiente 

para efectos de ejercer el reproche disciplinario, que la conducta típica atribuida al funcionario 

exista objetivamente, sino que se impone además analizar si ésta se encuentra justificada.  

 

Bajo la anterior premisa, el juicio disciplinario no sólo puede reducirse a valorar el componente 

objetivo de la conducta, se hace necesario en forma cuidadosa, indagar en los elementos que 

integran el dolo o la culpa, en los factores intelectivos, cognoscitivos y volitivos que pudo tener 

el investigado al momento en que pasó a su despacho el asunto; por cuanto “(…) No basta 

como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir 

la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos 

sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber 

funcional cuestionado(…)” (Corte Constitucional, sentencia C-948 de 2002). 

 

3. Solución al caso que nos ocupa. 

 

En la noticia disciplinaria, se puso en conocimiento de esta Sala las eventuales irregularidades 

que se pudieron presentar al interior del trámite de la investigación penal bajo radicado No. 

76001-6000-199-2017-00015-00 en el que fungen como procesados los señores Jawi Bartolo 

Paz, Saul Antonio Bedoya González y Jhonatan Alexander Muñoz por el presunto delito de 

Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. Investigación que se adelantó por la Fiscalía 

172 Seccional de Seguridad Publica de Cali hasta el momento en el que se configuró la 

prescripción de la acción penal por la cual se decretó la preclusión en el proceso en audiencia 

del 10 de marzo del 2022.  

 

Así las cosas, se tiene que al plenario se remitió copia íntegra del proceso penal referido 

(Arch.017), permitiendo constatar hechos, actuaciones y diligencias realizadas dentro del 

mismo, así como los funcionarios que estuvieron a cargo desde el 30 de agosto del 2018 en 

adelante pues todo lo acontecido con anterioridad a dicha fecha, no puede ser objeto de 

investigación o reproche por haberse configurado el fenómeno de la caducidad conforme al 

artículo 30 de la Ley 734 del 2002 modificado por el artículo 132 de la Ley 1474 del 2011 que 

se mantiene vigente en virtud del parágrafo 2° del artículo 265 modificado por el artículo 73 

de la Ley 2094 de 2021. 

 

Así entonces, se observan como actuaciones realizadas a partir de agosto del 2018 las 

siguientes:  
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 Formato de programación de audiencia de acusación del 10 de julio del 2018 (fl. 50) 

para el 2 de octubre del 2018. 

 Constancia del 3 de octubre del 2018 (fl. 49) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar ante la inasistencia de la totalidad de 

las partes (Fiscal-Defensa).  

 Formato de programación de audiencia de acusación del 24 de octubre del 2018 (fl. 

48) para el 22 de febrero del 2019. 

 Constancia del 22 de febrero del 2019 (fl. 47) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar ante la inasistencia de la totalidad de 

las partes (Fiscal-Defensa).  

 Requerimiento del 27 de febrero del 2019 realizado por el Despacho a las partes del 

proceso para que informaran la razón de las inasistencias (fl. 45-46) 

 Formato de programación de audiencia de acusación del 27 de febrero del 2019 (fl. 

44) para el 30 de mayo del 2019. 

 Respuesta a requerimiento suscrito por la Fiscal 172 Seccional de Cali del 8 de abril 

del 2019, suscrito por la doctora Adelaine en el que consigna (fl.42-43): 

 

“(…) PARA CONTINUAR AUDIENCIA ACUSACIÓN 2 DE OCTUBRE DEL 2018, NO 

SE HIZO POR FISCALIA DR. FRANCISCO GIRALDO, EN CALAMIDAD 

DOMESTICA. 

 

(…) PARA CONTINUAR AUDIENCIA ACUSACIÓN 22 DE FEBRERO DE 2019, A 

FISCALIA SE LE CRUZO CON OTRA AUDIENCIA MISMA FECHA Y HORA EN EL 

JUZGADO 5 PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO. 

 

De lo anterior se puede colegir su señoría que esta agente fiscal solo ha faltado a 

una audiencia programada por su despacho, que es la citación del 22 de febrero, a 

la que no pude asistir, tal como se indicó en el numeral 8 por haberse cruzado con 

otra audiencia.  

 

De otro lado manifiesto que quedo notificada de la próxima fecha para continuar con 

la audiencia de acusación el día 30 de mayo de 2019 a la 1:30 p.m.”   

 

 Constancia del 30 de mayo del 2019 (fl. 41) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar ante la inasistencia de la totalidad de 

las partes (Fiscal-Defensa).  

 Formato de programación de audiencia de acusación del 31 de mayo del 2019 (fl. 

40) para el 26 de junio del 2019. 

 Constancia del 25 de junio del 2019 (fl. 41) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar ante la inasistencia de la totalidad de 

las partes (Fiscal-Defensa).  
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 Formato de programación de audiencia de acusación del 26 de junio del 2019 (fl. 36) 

para el 10 de septiembre del 2019. 

 Constancia del 10 de septiembre del 2019 (fl. 31) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar porque “la señora Fiscal 172 Seccional, 

la doctora IDELAINE ARAGON PALMA que asistió a la sala, manifestó que aun no 

han podido lograr la plena identificación de la señora CAROLINA SOLANO 

SÁNCHEZ (…)” 

 Formato de programación de audiencia de acusación del 11 de septiembre del 2019 

(fl. 30) para el 2 de diciembre del 2019. 

 Informe suscrito por la Fiscal 172 Seccional de Cali del 8 de abril del 2019, doctora 

Adelaine en el que consigna que se ordenó la ruptura de la unidad procesal quedando 

el proceso 2017-00015 con los procesados Jhonatan Muñoz, Jawi Bartolo y Saul 

bedoya y que se adelantaría bajo otra cuerda 2019-00878 el de la señora Carolina 

Solano (fl.26-27). 

 Constancia del 2 de diciembre del 2019 (fl. 22) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar porque uno de los procesados Jhonatan 

Alexander Muñoz no tenía defensor asignado por la Defensoría Pública y se procedió 

a requerir en ese sentido. Se dejó constancia de la asistencia de la Fiscal del caso y 

demás defensores de los procesados. 

 Formato de programación de audiencia de acusación del 5 de diciembre del 2019 

(fl.21) para el 11 de febrero del 2020. 

 Constancia del 11 de febrero del 2020 (fl. 18) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar porque no comparecieron los abogados 

Exequiel Martínez y Alba Lucia Martínez como defensor de confianza y como 

defensora pública del señor procesados Jhonatan Alexander Muñoz. Se dejó 

constancia de la asistencia de la Fiscal del caso y demás defensores de los 

procesados. 

 Formato de programación de audiencia de acusación del 14 de febrero del 2020 

(fl.17) para el 29 de abril del 2020. 

 Constancia del 29 de abril del 2020 (fl.15) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo debido a la suspensión de términos decretada 

por la pandemia del Covid-19. Programándose para el 2 de marzo del 2021.  

 Formato de programación de audiencia de acusación del 1 de febrero del 2021 (fl.14) 

para el 2 de marzo del 2021. 

 Constancia del 2 de marzo del 2021 (fl.13) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar porque no se logró establecer conexión 

por Lifesize con las partes del proceso. Se deja constancia que para esa época la 

Fiscal era la doctora Gloria Díaz   

 Formato de programación de audiencia de acusación del 9 de marzo del 2021 (fl.12) 

para el 25 de marzo del 2021. 
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 Constancia del 25 de marzo del 2021 (fl.11) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar por solicitud de aplazamiento 

previamente sustentada por estado de salud.  

 Formato de programación de audiencia de acusación del 5 de abril del 2021 (fl.10) 

para el 26 de mayo del 2021. 

 Constancia del 26 de mayo del 2021 (fl.8) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar por solicitud de aplazamiento 

previamente sustentada por la Fiscal por tener una reunión con la Fiscal 

Coordinadora de la unidad.  

 Formato de programación de audiencia de acusación del 19 de agosto del 2021 (fl.7) 

para el 25 de noviembre del 2021. 

 Constancia del 25 de noviembre del 2021 (fl.6) donde se consigna que la diligencia 

programada para ese día no se pudo realizar porque no se conectaron los 

defensores. 

 Formato de programación de audiencia de acusación del 9 de diciembre del 2021 

(fl.5) para el 10 de marzo del 2022. 

 Acta de audiencia de preclusión del 10 de marzo del 2022 (fl. 2-3), en la que se dejó 

constancia de que la Fiscalía solicitó el cambio de audiencia de acusación por 

preclusión a causa de la prescripción de la acción penal en el año 2021. Igualmente 

resolvió el Juez compulsar copias contra los funcionarios que intervinieron en el 

proceso y con sus actuaciones pudieron ocasionar la prescripción de la acción penal. 

 

3.1 Del caso concreto de la Fiscal 172 Seccional de Cali doctora Adelaine Aragón Palma. 

 

Ahora bien, respecto de los funcionarios que tuvieron a cargo la investigación en su condición 

de titulares del Despacho Fiscal 172 Seccional de Cali, se debe señalar que la carpeta penal 

desde el año 2018 hasta el año 2020 estuvo a cargo de la doctora Adelaine Aragón Palma y 

luego, le fue remitida a la doctora Gloria Lucia Díaz Bonilla quien continuó el proceso a partir 

del 7 de octubre del 2020 en virtud de la Resolución No. 0937 (fl. 185 Arch.015). 

 

Así las cosas, hecho el recuento de lo acontecido dentro del proceso penal No. 76001-6000-

199-2017-00015-00, se evidenció por parte de esta Corporación, que la presunta morosidad 

deprecada dentro de la investigación no obedeció a una conducta negligente por parte de la 

funcionaria de la Fiscalía o en un descuido en el cumplimiento de sus funciones, pues el 

mismo puede atribuirse a la complejidad del asunto puesto a su conocimiento y las dificultades 

propias del mismo, ante la imposibilidad de identificar plenamente a una de las personas 

investigadas, para lo cual se advierte se elevaron varias solicitudes en ese sentido y se 

mantuvo informado al despacho a través de escritos y llamadas de las cuales se dejaron 

constancia en el expediente habiendo determinado la Fiscala a raíz de dicha situación, 

ordenar la ruptura de la investigación penal que se adelantaba contra la señora  Carolina 

Solano Sánchez para que se pudiera continuar con el proceso contra los otros 3 imputados, 
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tal y como lo informó al despacho mediante escrito del 19 de septiembre del 2019 y como lo 

manifestó ante esta Sala en su versión libre (Arch.015): 

 

“(…) Escrito de acusación presentado al centro de servicio el 20 de abril del 2017 

suscrito por Fabio Duque Rojas  

2) Acta de Audiencia de Acusación ante el juez 14 Penal Municipal con Funciones 

De control de Garantía el 12 febrero del 2018 donde fungía como fiscal Francisco 

Javier Giraldo  

3) Demás EMP que respaldan la actuaciones realizadas por este agente fiscal 

dentro de la carpeta 

 

Me parece importante resaltar que en la carpeta aparece BORRADOR DEL 

PROYECTO DE LA AUDIENCIA PREPARATORIA REALIZADA POR MI para ello 

mi manera de hacer los borradores de las audiencias preparatorias en los proceso 

algo complejos es  

1) Se saca en forma de cuadro y para mayor compresión los hechos jurídicamente 

relevantes a fin de tener claro la dirección de los dos inmuebles donde el 

allanamiento fue positivo y esa dirección a que nro de objetivo pertenecía, al igual 

quienes fueron los capturados en cada objetivo y en qué lugar del inmueble (sala, 

comedor cocina) fue el hallazgo y sorprendido el capturado 

2) Cuadro del testigo con los argumentos de la pertinencia y conducencia de c/ u 

de los testigos Para concluir que tenía LOS ARGUMENTOS PARA LA AUDIENCIA 

PREPARATORIA ESTABAN LISTOS 

 

Es de anotar que cuando eran bandas o varios procesados, dentro de una 

investigación este agente fiscal siempre hacia o preparaba por escrito la audiencia 

preparatoria por lo complejo del asunto, es decir para saber de cada procesado: 

donde o lugar donde cometió el hecho, cantidad de sustancia que le fue incautada 

a cada uno, cuando una persona tiene varios eventos (que da lugar al concurso de 

hechos punibles) también se consignaba en la preparación de la audiencia y 

testigos que acreditaba cada hecho de cada conducta punible porque no son los 

mismos policiales que realizan un allanamiento a un determinado inmueble los que 

los hacen a otro inmueble cuando se dan los operativos conjuntos a varias 

residencias 

 

EN RESUMEN, LAS ACTUACIONES DESARROLLADAS POR MI DENTRO DE 

ESTA CARPETA MIENTRAS ESTUVE COMO FISCAL 172 SEGURIDAD 

PUBLICAR S FUERON 

 

1Oficio explicando que antes del 22 de febrero del 2019, por qué no se había 

llevado a cabo la audiencia preparatoria conforme a lo encontrado en la carpeta al 

asumir el cargo 
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Este agente fiscal no ejercía el cargo de fiscal 172 De Seguridad Publica, ya que 

antes de ser fiscal 172 De Seguridad publica era la Fiscal 5 Seguridad Publica 

(funciones GITA) y de acuerdo a lo encontrado en la carpeta se dio información al 

Juez 14 Penal Municipal Del circuito. 

 

2.Preparación por escrito de la audiencia preparatoria 

 

Es de anotar que cuando eran bandas o varios procesados, dentro de una 

investigación este agente fiscal siempre hacia o preparaba por escrito la audiencia 

preparatoria por lo complejo del asunto, es decir para saber de cada procesado 

dirección y lugar específico del inmueble donde cometió el hecho, cantidad de 

sustancia que le fue incautada a cada uno, cuando una persona tiene varios 

eventos también se consignaba en la preparación de la audiencia y que testigo 

general y concreto debe acreditar cada hecho en cada conducta punible y respecto 

a cada uno de los procesados, porque no son los mismos policiales que asisten a 

cada uno de los allanamientos que se hacen en forma conjunta a cada uno de los 

inmuebles. 

 

3)Ruptura de la unidad procesal 

 

Ante la dificultad que no se podía avanzar con la investigación atendiendo que uno 

de los procesados y concretamente Carolina Solano Sánchez (quien había sido 

imputada sin estar identificada y a quien no se le había hecho acusación por no 

estar identificada Para dar celeridad respecto a los otros procesados se ordena 

romper la unidad procesal el 19 de septiembre del 2019 informándose de manera 

inmediata al juzgado para que se avanzara con la investigación respecto a los 

procesados 

 

Jhonatan Alexander Muñoz (identificado) 

 Saúl Antonio Bedoya González (identificado) 

Jawin Paz Bartolo  

 

De esta actuación inmediatamente se informa al juzgado 14 Penal del Circuito y al 

policía judicial que adelantaba orden para identificar a Carolina Solano Sánchez 

 

Quedando entonces investigados mediante la carpeta matriz 

760016000199201700015 los procesados  

 

Jhonatan Alexander Muñoz (identificado) 

 Saúl Antonio Bedoya González (identificado) 

 Jawin Paz Bartolo 

 

Y bajo el nro 760016000000201900878 Carolina Solano Sánchez 
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4) Se hizo efectiva la ruptura de la unidad procesal 

 

 Se desglosaron los folios correspondientes de la carpeta 

760016000199201700015 a la carpeta 760016000000201900878 con el fin de 

adelantar en cuerda procesal aparte Carolina Solano Sánchez quien se encontraba 

solo imputada y no se había podido identificar 

 

De lo anterior se dejó constancia que fueron desglosados de la carpeta 

760016000199201700015 Los folio del 56 al 59, 74,144 150 153 al 156 para hacer 

efectiva la ruptura que se ordenó, por ende estos folios iniciaron por conformar la 

carpeta 760016000000201900878, pues pertenecían estos EMP a la procesada 

CAROLINA SOLANO SANCHEZ  

 

5) Se acudió a audiencia preparatoria el 2 de diciembre del 2019 no se presentó el 

defensor 

 

Se hizo presente Fiscalía audiencia preparatoria 2 diciembre del 2019 no estaba 

citada a audiencia de acusación como dice la citación, sino a audiencia 

preparatoria, no se hizo presente la defensa de los cual existe constancia por parte 

del 14 Penal Del Circuito 

 

6) Citación del 11 de febrero del 2020 no se presentó el defensor 

 

Se acudió a audiencia preparatoria el 11 de febrero del 2020, no se presentó el 

defensor o al menos hay una nota en tal sentido en la citación de esto no hay 

constancia por parte del juzgado, ni constancia por parte del despacho, salvo la 

anotación que se hizo por este agente fiscal en la citación  

 

7) Citación del 29 de abril del 2020 

 

Este agente fiscal dejó una constancia que los juzgados para esa época estaban 

cerrados creo que era por disposición administrativas por situación de pandemia 

razón por la cual no se hizo 

 

La dificultad ofrecida por esta indagación preliminar en ultimas se encontraba en 

que se había imputado una persona que no se habían podido identificar para poder 

acusar a esta persona e iniciar preparatoria; En consecuencia, dentro de los albores 

jurídicos y como encontré la carpeta, cuando asumí el despacho, me ajusté a 

derecho ordenando la ruptura procesal para continuar con lo pertinente respecto a 

los procesados identificados, de los cuales debía surtirse el avance del proceso 

(…)” 
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Ahora bien, remitiéndonos a la providencia proferida por el Juzgado 14 Penal del Circuito de 

Cali del 10 de marzo del 2022, se indicó que prescribió la acción penal porque pasados 5 años 

desde el 19 de enero del 2017 no se había logrado establecer la materialidad de la conducta 

o responsabilidad del proceso, situación entonces que aconteció el 19 de enero del 2022; sin 

embargo, dadas las actuaciones arriba relacionadas se pudo constatar que no se evidencia 

inactividad de la doctora Adelaine como Fiscal 172 Seccional de Cali, por el contario al 

realizar la inspección a la carpeta se puede comprobar que desde agosto del año 2018 

(periodo vigente para investigar), procedió a realizar las actuaciones pertinentes para el 

esclarecimiento de los hechos denunciados y que en las oportunidades que no asistió a las 

audiencias programadas por el despacho, ello obedeció a la imposibilidad de tener plena 

identificación de una de los 4 investigados que impedían que el proceso avanzara, y 

precisamente fue en razón de dicha situación, de la cual por cierto había enterado al 

despacho, que determinó la procedencia de ordenar la ruptura de la investigación con el único 

fin de continuar el proceso con aquellos que ya estaban plenamente identificados.  

 

Decantado lo anterior, considera esta Judicatura que resulta procedente ordenar la 

terminación de las presentes diligencias, pues a juicio de esta Corporación no hay ninguna 

razón o elemento alguno que permita evidenciar en grado mínimo la configuración de alguna 

mora atribuible dolosamente a la doctora Adelaine Aragón Palma como Fiscal 172 Seccional 

de Cali, por el contrario, se observa la diligencia y actividad probatoria al interior de la 

investigación en el periodo que tuvo a cargo la misma, evidenciándose la complejidad que se 

presentó en el asunto, especialmente con la individualización de uno de los investigados que 

perturbo la realización de varias audiencias hasta que la Fiscal determinó ordenar la ruptura 

de la unidad procesal, situaciones que evidentemente le impidieron colaborar para que el 

proceso se resolviera con mayor premura; sin embargo, se acreditó la celeridad de su 

despacho y en todo caso, la rendición de informes al Despacho de conocimiento tanto escritos 

como a través de llamadas, tal y como se observa de la inspección judicial realizada al 

proceso.  

Dilucidado lo anterior, conviene reproducir lo establecido por la Ley 1952 del 2019 en sus 

artículos 9° y 242: 

 

“(…) ARTÍCULO 9o. ILICITUD SUSTANCIAL.  La conducta del disciplinable será 

ilícita cuando afecte sustancialmente el deber funcional sin justificación alguna.  

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a 

acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes 

y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades 

y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las 

contempladas en este código. (…)” 
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De cara a lo anterior, considera esta Sala que de lo denunciado en la compulsa de copias por 

el Juzgado 14 Penal del Circuito de Cali, no se advierte un desconocimiento de los deberes 

que les son propios a la doctora Adelaine Aragón Palma como Fiscal 172 Seccional de Cali, 

pues si bien se configuró la prescripción de la acción penal en el proceso 2017-00015, ello no 

obedeció a un actuar u omisión de esta y en todo caso, se presentó cuando ya el proceso ni 

siquiera se encontraba bajo su conocimiento, pues le fue entregado a la doctora Gloria Lucia 

Días Bonilla el 7 9 de octubre del 2020 en virtud de la Resolución 0937 del 2020 (fl. 185 

Arch.015). Por tanto, debe enfatizarse que los señalamientos de la compulsa de copias 

contrastados con las pruebas arrimadas al dossier, se encuentran desvirtuados en la medida 

en que se avizora de la gestión judicial ejecutada, que la prescripción de la acción penal 

acontecida dentro del proceso penal No. 76001-6000-199-2017-00015-00, no es imputable a 

una conducta dolosa o gravemente culposa de la doctora Aragón Palma, quien cumplió con 

sus deberes y funciones de manera diligente durante el lapso de tiempo que la misma estuvo 

bajo su conocimiento.  

 

En este sentido, considera esta Magistratura que, para evitar un desgaste innecesario de la 

administración de justicia, toda vez que, los hechos denunciados y contrastados con las 

pruebas recaudas, permiten concluir que los mismos resultan irrelevantes, intrascendentes e 

inexistentes, pues se observa que la doctora Aragón Palma no incurrió en ninguna indiligencia 

o abandono que hubiera podido generar alguna mora o traumatismo en la investigación penal 

que ocasionara la configuración de la prescripción de la acción penal que conllevó a que en 

el mismo se decretara la preclusión de la investigación y que por tanto, les fuera atribuible. 

Razón por la cual, no existen elementos que permitan aterrizar la apertura de una 

investigación en contra de los funcionarios encartados, en tanto que, no existe posibilidad 

alguna para cuestionar por vía disciplinaria la conducta de la funcionaria de la Fiscalía aquí 

investigada y en consecuencia, no le queda más a esta Corporación que disponer el archivo 

del presente proceso disciplinario de conformidad con lo establecido en el artículo 208 

parágrafo único de la Ley 1952 del 2019, modificada por la Ley 2094 de 2021, art. 34, norma 

que señala: 

 

“(…) ARTÍCULO 208. PROCEDENCIA, OBJETIVO Y TRÁMITE DE LA 

INDAGACIÓN PREVIA. <Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 2094 de 

2021. El nuevo texto es el siguiente:> En caso de duda sobre la identificación o 

individualización del posible autor de una falta disciplinaria, se adelantará indagación 

previa. 

La indagación previa tendrá una duración de seis (6) meses y culminará con el 

archivo definitivo o auto de apertura de investigación. Cuando se trate de 

investigaciones por violación a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 

Humanitario, el término de indagación previa podrá extenderse a otros seis (6) 

meses. 
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Para el adelantamiento de la indagación, el funcionario competente hará uso de los 

medios de prueba legalmente reconocidos. Cuando a la actuación se allegue medio 

probatorio que permita identificar al presunto autor, inmediatamente se deberá emitir 

la decisión de apertura de investigación. 

PARÁGRAFO. Si en desarrollo de la indagación previa no se logra identificar o 

individualizar al posible autor o se determine que no procede la investigación 

disciplinaria, se ordenará su archivo. Esta decisión no hará tránsito a cosa juzgada 

material. (…)” 

Así las cosas, se dispondrá el archivo del Radicado 76-001-25-02-000-2022-00440-00. 

 

4. Otras consideraciones.  

 

No puede pasar por alto esta Sala que, pese a que se determinó en esta providencia la 

inexistencia de un actuar negligente por parte de la Fiscal Adelaine Aragón Palma al interior 

del proceso penal No. 76001-6000-199-2017-00015-00, por el término del periodo que ésta lo 

tuvo a su cargo-agosto del 2018 hasta octubre del 2020-, atendiendo a que a partir de esa 

fecha la carpeta le fue entregada a la doctora Gloria Lucia Díaz Bonilla quien continuó con el 

proceso hasta el año 2022 cuando se decretó la preclusión de la investigación por parte del 

Juzgado 14 Penal del Circuito de Cali el 10 de marzo, se procederá a compulsar copias dicha 

funcionaria, con destino a esta misma sala para que se determine la procedencia o no de 

iniciar investigación disciplinaria en su contra por sus actuaciones al interior del proceso y la 

posible mora en la que pudo incurrir desde que recibió la carpeta hasta que se configuró la 

prescripción de la acción penal.  

 

En mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISIÓN DE LA COMISIÓN SECCIONAL 

DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, EN USO DE SUS ATRIBUCIONES 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECRETAR EL ARCHIVO DEL PRESENTE PROCESO CONFORME A LAS 

VOCES DEL ARTÍCULO 208 DE LA LEY 1952 DE 2019, modificado por la Ley 2094 de 

2021 artículo 34, adelantado en contra de la doctora ADELAINE ARAGÓN PALMA en su 

condición de FISCAL 172 SECCIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA DE CALI, conforme a las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.   

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente decisión a los sujetos procesales. 

 

TERCERO: INFORMAR que contra esta providencia procede el recurso de APELACIÓN, en 

los términos señalados en el artículo 134 de la Ley 1952 del 2019. 
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CUARTO. COMPULSAR COPIAS con destino a esta misma Seccional de Disciplina Judicial 

contra la doctora Gloria Lucia Díaz Bonilla en su condición de Fiscal 172 Seccional de Cali, 

tal y como se indicó en el acápite de otras consideraciones de este proveído. 

 

QUINTO:  Una vez en firme la decisión, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

(Firma electrónica)  

GUSTAVO ADOLFO HERNANDEZ QUIÑONEZ 

Magistrado 

 

 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

Secretario Judicial 

 
AZC 
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COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA 
 
Santiago de Cali, veintiséis (26) de enero  del dos mil veinticuatro (2024) 
Proyecto registrado el 26 de enero del 2024  
Sala Dual de Decisión No. 3 
Aprobada por Acta No.  ____ 
Auto interlocutorio No. 20 
Rad. 76001 11 02 000 2017-02982-00 
Quejoso: Andrés Esteban García Jaramillo 
Disciplinada 1: Silvana Uribe López 
Disciplinado 2: Diego Osorio Ángel  
Cargo: Fiscal 15 Especializado destacado ante el Gaula del Ejercito de Cali  
  
 
Decisión:       Terminación Anticipada 
M.P. GUSTAVO ADOLFO HERNÁNDEZ QUIÑÓNEZ 
 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 
 
Procede esta Sala a evaluar el mérito la presente queja elevada por el señor Andrés Esteban 
García Jaramillo contra los doctores SILVANA URIBE LÓPEZ y DIEGO OSORIO ÁNGEL quienes  
se  desempeñaron en el cargo de  FISCAL 15 ESPECIALIZADO DESTACADO ANTE EL GAULA 
DEL EJERCITO DE CALI, a fin de establecer si se dispone realizar pliego de cargos o si por el 
contrario se debe declarar la terminación anticipada.  
 

ACONTECER FÁCTICO 
 
El señor Andrés Esteban García Jaramillo, elevó queja disciplinaria contra los doctores 
SILVANA URIBE LÓPEZ y DIEGO OSORIO ÁNGEL quienes se  desempeñaron en el cargo de  
FISCAL 15 ESPECIALIZADO DESTACADO ANTE EL GAULA DEL EJERCITO DE CALI, con 
ocasión a la denuncia penal adelantada en ese despacho con radicado No. 76-001-6000-199-2011-
01137, por el delito de desaparición forzada de su padre Carlos Julio García Álvarez, 
señalando el quejoso que la denuncia se instauró el día 20 de junio del año 2011 y que para 
el momento de radicar su escrito de queja habían trascurrido más de 6 años sin que la 
investigación bajo radicado 76-001-6000-199-2011-01137 avanzara o se evidenciara a los 


